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Presentación 

La República de Colombia cuenta con una Política Nacional de Seguridad Alimentaria y 

Nutricional desde el año 2008. Sobre la base de los avances institucionales, normativos y 

programáticos logrados en la materia, el gobierno se encuentra en la actualidad en proceso 

de formulación de la primera estrategia nacional para la garantía progresiva del derecho a la 

alimentación adecuada.  

El presente documento tiene por objetivo contribuir al marco conceptual de dicha 

estrategia, clarificando el modo en el cual se relacionan los abordajes de la seguridad, la 

soberanía y las autonomías alimentarias con el derecho humano a la alimentación. 

Para ello, en base a una revisión bibliográfica, se describe el desarrollo conceptual de la 

seguridad alimentaria, la soberanía alimentaria y las autonomías alimentarias, y sus 

respectivos niveles de adopción, tanto en el ámbito internacional y regional como en 

Colombia. A partir de ello se analizan las relaciones de concordancia y diferencia entre 

dichos abordajes y el marco jurídico del derecho a alimentación adecuada. Se concluye 

afirmando que los tres abordajes estudiados son complementarios y cada vez más 

concordantes, y precisan tener como marco jurídico articulador al derecho humano a la 

alimentación.  

 

1. La seguridad, la soberanía y las autonomías alimentarias en el contexto 

internacional  

1.1. Construcción y evolución conceptual   

Seguridad alimentaria y nutricional 

Los conceptos básicos que subyacen a las expresiones seguridad alimentaria y seguridad 

alimentaria y nutricional (SAN), tal como las conocemos actualmente, se articularon a 

principios de la década de 1940, durante la Segunda Guerra Mundial.  

En 1943, 44 gobiernos se reunieron en Hot Springs, Virginia (Estados Unidos), para 

considerar el objetivo de la liberación de la miseria en relación con la alimentación y la 

agricultura. Llegaron a la conclusión de que dicho objetivo implicaba un suministro seguro, 

suficiente y adecuado de alimentos para cada hombre, mujer y niño, en donde “seguro” se 

refería a la accesibilidad de los alimentos, “suficiente” a la suficiencia cuantitativa del 

suministro de alimentos y “adecuado” al contenido de nutrientes del suministro de 

alimentos (CSA, 2012). 
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Al mismo tiempo, dado que en numerosas partes de una Europa azotada por la guerra se 

padecía mucha hambre y en algunos casos, hambruna, la Conferencia de Hot Springs 

concedió la máxima prioridad al logro de la liberación del hambre. Los participantes 

consideraron que en la inmediata posguerra la demanda más urgente sería de cereales y 

otros alimentos que permitieran mantener el nivel mínimo de energía alimentaria. Una vez 

restablecida la producción de alimentos básicos, sería necesario aumentar la producción de 

alimentos que contuvieran proteínas y otros nutrientes necesarios para mantener una buena 

salud. Las políticas alimentarias y agrícolas en la década de 1950 y la década de 1960 

siguieron centrándose principalmente en el aumento de la productividad, la producción y la 

comercialización de los principales alimentos básicos, fundamentalmente el trigo y el arroz 

(CSA, 2012). 

En 1966 la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) adoptó el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Dicho 

Pacto aborda el derecho humano a la alimentación en el artículo 11, desarrollando la norma 

previa incluida en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948).  

El PIDESC reconoció el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el 

hambre y subrayó la obligación de los Estados de “[m]ejorar los métodos de producción, 

conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los 

conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el 

perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios” y de “[a]segurar una 

distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo 

en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos 

alimenticios como a los que los exportan”.  

Aunque la relevancia del acceso a alimentos para no sufrir hambre, así como la dimensión 

nutricional ya estaban expresadas en el PIDESC, durante la década de 1970 el concepto 

emergente de seguridad alimentaria continuó centrándose en la producción y disponibilidad 

alimentaria a nivel global y nacional (FAO, 2021a). 

En 1974 se celebró la Conferencia Mundial de la Alimentación en Roma. Dicha 

Conferencia aprobó un Compromiso Internacional sobre Seguridad Alimentaria Mundial 

que reconoció por primera vez que la seguridad alimentaria era una preocupación común de 

todas las naciones. La seguridad alimentaria, sin embargo, se percibió y definió 

principalmente como la disponibilidad de un suministro de alimentos adecuado en todo 

momento: “Disponibilidad en todo momento de suficientes suministros mundiales de 

alimentos básicos para sostener el aumento constante del consumo de alimentos y 

compensar las fluctuaciones en la producción y los precios”. Por tanto, se consideró que los 

esfuerzos para mejorar la seguridad alimentaria debían concentrarse principalmente en 

aumentar la producción alimentaria y asegurar una mayor disponibilidad de alimentos. En 
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consonancia con este enfoque cuantitativo, la conferencia recomendó que los países 

donantes proporcionen al menos diez millones de toneladas de ayuda alimentaria 

anualmente a los países en desarrollo (CSA, 2012; Simon, 2012). 

El foco en la disponibilidad física de los alimentos comenzó a cambiar en la década de 

1980, principalmente a partir del trabajo de Amartya Sen Pobreza y hambrunas: ensayo 

sobre derechos y privaciones (1981). El estudio mostraba cómo las hambrunas se 

desarrollaban aún sin una disminución en la disponibilidad de alimentos. Alejado del 

concepto de seguridad alimentaria que se centraba en la oferta de alimentos, el trabajo de 

Sen puso énfasis en el consumo y el derecho, dirigiendo la atención a la propiedad de los 

bienes y el intercambio. Sen argumentó que durante las hambrunas, el principal problema 

no era la falta de alimentos, sino la imposibilidad de las personas pobres de acceder a ellos. 

Explicó que la mayoría de los casos de hambrunas no resultaba de personas que habían sido 

privadas de lo que tenían derecho, sino de personas que no tenían derecho a medios 

adecuados de supervivencia. De esta manera, el enfoque de Sen introdujo la dimensión del 

acceso en el debate sobre seguridad alimentaria (Bianchi y Szpak, 2016). 

En esta línea, una reformulación del término se produjo en 1983, en ocasión de la 22° 

Conferencia de la FAO, en la cual se planteó que el objetivo último de la seguridad 

alimentaria debería ser: “asegurar que todas las personas tienen, en todo momento, un 

acceso tanto físico como económico a los alimentos básicos que necesitan”. Así, la FAO se 

concentró en el acceso a los alimentos, lo que condujo a una definición basada en el 

equilibrio entre la demanda y el suministro de la ecuación de la seguridad alimentaria 

(FAO, 2006; Bianchi y Szpak, 2016). 

Durante la década de 1990 el enfoque de la seguridad alimentaria adquirió cada vez más un 

enfoque multidisciplinario. 

La FAO y la Organización Mundial de la Salud (OMS) convocaron a la primera 

conferencia mundial dedicada exclusivamente a abordar los problemas nutricionales a nivel 

mundial. La Conferencia Internacional sobre Nutrición (CIN) tuvo lugar en diciembre de 

1992 en Roma. En dicha instancia los gobiernos se comprometieron a hacer todos los 

esfuerzos posibles para eliminar o reducir considerablemente antes del siguiente milenio los 

siguientes problemas: muertes por inanición y hambruna; hambre crónica generalizada; 

subnutrición, especialmente entre niños, mujeres y personas mayores; carencia de 

micronutrientes, en especial hierro, yodo y vitamina A; enfermedades transmisibles y no 

transmisibles relacionadas con el régimen de alimentación; impedimentos para una 

lactancia materna óptima; e insuficiente saneamiento, higiene deficiente y agua insalubre. 

La CIN concentró su atención en la seguridad alimentaria de los hogares y de las 

comunidades (FAO, 2021b). 
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En 1996, la FAO convocó a la Cumbre Mundial sobre la Alimentación en respuesta a las 

altas cifras de desnutrición y la creciente preocupación por la capacidad de la agricultura 

para cubrir en el futuro las necesidades alimentarias (FAO, 2021c). Las existencias 

mundiales de cereales estaban en sus niveles más bajos desde principios del decenio de 

1970, lo que se había traducido en acusados aumentos de los precios, y la ayuda alimentaria 

había disminuido a casi la mitad durante los tres años que precedieron a 1996 (FAO, 

2021d).  

La cumbre de 1996 es considerada un hito en la historia de la seguridad alimentaria. Sus 

resultados se sintetizaron en la Declaración de Roma sobre la Seguridad Alimentaria 

Mundial y el Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre la Alimentación, los cuales 

establecen las bases de diversas trayectorias hacia un objetivo común: la seguridad 

alimentaria a nivel individual, familiar, nacional, regional y mundial (FAO, 2021e).  

En esta cumbre se adoptó una nueva definición de seguridad alimentaria a nivel global, que 

ha sido la más aceptada hasta la actualidad: 

Existe seguridad alimentaria cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico 

y económico a suficientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfacer sus necesidades 

alimentarias y sus preferencias en cuanto a los alimentos a fin de llevar una vida activa y sana 

(FAO, 2021e). 

Esta definición da mayor fuerza a la índole multidimensional de la seguridad alimentaria e 

incluye el acceso a los alimentos, la disponibilidad de alimentos, el uso de los alimentos y 

la estabilidad del suministro (FAO, 2006).  

La definición de seguridad alimentaria de la Cumbre Mundial sobre la Alimentación de 

1996 se sigue utilizando y citando ampliamente en la actualidad, con la única diferencia de 

que se añade la palabra “social” a la parte de la frase relativa al “acceso físico, social y 

económico”. Dicha definición fue reafirmada oficialmente en la Declaración de la Cumbre 

Mundial sobre la Seguridad Alimentaria de 2009 (CSA, 2012). 

Conforme a lo expuesto, si bien la seguridad alimentaria tuvo su origen en “la liberación 

del hambre” y se centró inicialmente en la disponibilidad de alimentos, se avanzó luego 

hacia el concepto de seguridad alimentaria de los hogares y de seguridad alimentaria 

individual. Con la comprensión progresiva de las causas del hambre y la malnutrición, se ha 

llegado a un concepto amplio y multidimensional. 

Las dimensiones de disponibilidad, acceso, utilización (que hace referencia a la absorción 

nutricional) y estabilidad (que se refiere a la constancia de las otras tres dimensiones) se 

han considerado elementos centrales del concepto de seguridad alimentaria, siendo 

destacadas de manera sistemática en la bibliografía académica sobre la seguridad 

alimentaria y la nutrición (GANESAN, 2020). 
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En la actualidad, el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición 

(GANESAN) del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial (CSA) propone complementar 

el concepto de seguridad alimentaria con otras dos nuevas dimensiones: el arbitrio y la 

sostenibilidad. Las seis dimensiones de la seguridad alimentaria se refuerzan en las 

conceptualizaciones e interpretaciones jurídicas del derecho a la alimentación (GANESAN, 

2020; FAO, FIDA, OMS, PMA y UNICEF, 2021). 

El arbitrio1 implica la capacidad de las personas o los grupos para tomar sus propias 

decisiones sobre los alimentos que consumen, los alimentos que producen, la manera en 

que se producen, elaboran y distribuyen esos alimentos en los sistemas alimentarios, y su 

capacidad de participar en procesos que determinan las políticas y la gobernanza de los 

sistemas alimentarios. La sostenibilidad hace referencia a la capacidad a largo plazo de los 

sistemas alimentarios para proporcionar seguridad alimentaria y nutrición sin comprometer 

las bases económicas, sociales y ambientales que propician la seguridad alimentaria y la 

nutrición de generaciones futuras (GANESAN, 2020; FAO, FIDA, OMS, PMA y UNICEF, 

2021). 

También el concepto de nutrición ha evolucionado y hace hincapié en el acceso a alimentos 

adecuados, en las prácticas de cuidado y alimentación, y en cuestiones relativas a la salud y 

el saneamiento (Windfuhr y Jonsén, 2005; CSA, 2012). 

Cabe señalar que el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial ha considerado que la 

expresión “seguridad alimentaria y nutricional” es la que mejor refleja los vínculos 

conceptuales entre la seguridad alimentaria y la seguridad nutricional, a la vez que expresa 

también un objetivo de desarrollo integrado único para ayudar a orientar eficazmente las 

medidas de las políticas y los programas. La definición propuesta por el Comité es la 

siguiente: 

Existe seguridad alimentaria y nutricional cuando todas las personas tienen en todo momento 

acceso físico, social y económico a alimentos inocuos, cuyo consumo es suficiente en 

términos de cantidad y calidad para satisfacer sus necesidades y preferencias alimentarias, y 

 
1 El arbitrio es ampliamente aceptado como un aspecto clave del proceso de desarrollo. Amartya Sen define el 

arbitrio como aquello que una persona es libre de hacer y lograr cuando persigue los objetivos o valores que 

considera importantes. El arbitrio va más allá del acceso a recursos materiales en el sentido de que comprende 

el empoderamiento, esto es, la capacidad de las personas de adoptar medidas que contribuyen a mejorar su 

propio bienestar, así como la capacidad de participar en la sociedad de formas que influyen en el contexto más 

amplio, incluida la participación directa en la conformación de las políticas. Véase: Grupo de alto nivel de 

expertos en seguridad alimentaria y nutrición, Seguridad alimentaria y nutrición: elaborar una descripción 

global de cara a 2030. Un informe del Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición 

del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial, Roma, 2020 pp.7-8. 
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se sustenta en un marco de saneamiento, servicios sanitarios y cuidados adecuados que les 

permiten llevar una vida activa y sana (CSA, 2012). 

Para concluir este apartado, es preciso notar los avances en la dimensión ética y de los 

derechos humanos de la seguridad alimentaria. Aunque el derecho a la alimentación ya fue 

reconocido en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 y en el PIDESC, el 

énfasis en el derecho a una alimentación adecuada reafirmado en la Cumbre Mundial sobre 

la Alimentación de 1996 señaló el camino hacia la posibilidad de un enfoque de la 

seguridad alimentaria basado en los derechos (FAO, 2006).  

En 2004, el Consejo de la FAO aprobó las Directrices voluntarias en apoyo de la 

realización progresiva del derecho a una alimentación adecuada en el contexto de la 

seguridad alimentaria nacional. 

Conforme a lo establecido en dichas directrices, en el plano nacional, el enfoque de la 

seguridad alimentaria basado en los derechos humanos resalta la universalidad, 

interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos y las interrelaciones entre éstos, 

las obligaciones de los Estados y los roles de las partes interesadas pertinentes. Asimismo 

hace hincapié en la consecución de la seguridad alimentaria en cuanto resultado de la 

realización de los derechos existentes; y tiene en cuenta la necesidad de prestar especial 

atención a las personas en situación de pobreza y vulnerabilidad. Un enfoque basado en los 

derechos humanos exige no sólo tender al resultado definitivo de la abolición del hambre, 

sino también proponer formas de alcanzar ese objetivo. La aplicación de los principios de 

los derechos humanos forma parte integrante del proceso (FAO, 2005). 

Asimismo, la dimensión de arbitrio en los sistemas alimentarios está estrechamente 

vinculada con los derechos humanos, sobre todo con el derecho a la alimentación. El 

derecho a la alimentación reconoce el arbitrio, ya que los derechos humanos tratan 

intrínsecamente de las capacidades y libertades de las personas y las comunidades, 

comprendiendo su empoderamiento (GANESAN, 2020). 

Soberanía alimentaria 

La Vía Campesina es un movimiento internacional de organizaciones de campesinas y 

campesinos, pequeños agricultores, pueblos indígenas y trabajadores del campo, creada en 

el año 1993. En la actualidad comprende a 182 organizaciones de 81 países de diversas 

regiones del mundo (La Vía Campesina, 2021a). 

A partir de la crítica a los efectos de la liberalización del comercio y las políticas 

económicas de ajuste estructural, el concepto de soberanía alimentaria fue presentado por la 

Vía Campesina en su II Conferencia Internacional, celebrada en abril de 1996 en Tlaxcala, 

México. Los delegados y delegadas consideraron necesaria una representación adecuada en 
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ocasión de la Conferencia Técnica Internacional sobre Recursos Fitogenéticos que se 

realizaría en Leipzig en junio de 1996, y en la Cumbre Mundial sobre la Alimentación que 

se efectuaría en Roma en noviembre del mismo año. En el documento denominado 

Soberanía alimentaria un futuro sin hambre se señalaba: 

Nosotros, la Vía Campesina, un movimiento creciente de trabajadores agrícolas, 

organizaciones de campesinos, pequeños y medianos productores y pueblos indígenas de 

todas las regiones del mundo, sabemos que la seguridad alimentaria no puede lograrse sin 

tomar totalmente en cuenta a quienes producen los alimentos. Cualquier discusión que ignore 

nuestra contribución, fracasará en la erradicación de la pobreza y el hambre. La alimentación 

es un derecho humano básico. Este derecho se puede asegurar únicamente en un sistema 

donde la Soberanía Alimentaria esté garantizada (Windfuhr y Jonsén, 2005). 

La Vía Campesina incluyó el concepto de soberanía alimentaria en los debates de una 

reunión paralela celebrada por diversas organizaciones no gubernamentales (ONG) y 

organizaciones de la sociedad civil (OSC), durante la Cumbre Mundial sobre la 

Alimentación en noviembre de 1996 (Naciones Unidas, 2004). 

En la Declaración de Roma de La Vía Campesina, de noviembre de 1996, Por el derecho a 

producir y por el derecho a la tierra. Soberanía alimentaria: un futuro sin hambre, el 

concepto fue definido por primera vez: 

Soberanía Alimentaria es el derecho de cada nación para mantener y desarrollar su propia 

capacidad para producir los alimentos básicos de los pueblos respetando la diversidad 

productiva y cultural. Tenemos el derecho a producir nuestros propios alimentos en nuestro 

propio territorio. La Soberanía Alimentaria es una precondición para la seguridad alimentaria 

genuina (La Vía Campesina, 2021b). 

Con el correr del tiempo la propuesta y la definición de la soberanía alimentaria fue 

delineándose con mayor precisión (Domínguez, 2015). En 2001, la Vía Campesina la 

definía como: 

[E]l derecho de cada pueblo a definir sus propias políticas agropecuarias y en materia de 

alimentación, a proteger y reglamentar la producción agropecuaria nacional y el mercado 

doméstico a fin de alcanzar metas de desarrollo sustentable, a decidir en qué medida quieren 

ser autodependientes [y] a impedir que sus mercados se vean inundados por productos 

excedentarios de otros países que los vuelcan al mercado internacional mediante la práctica 

del "dumping"2. 

 
2 La Vía Campesina, Priority to people’s soberanía alimentaria, 2001. Citado por Jean Ziegler, en: Naciones 

Unidas, Informe del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación, Jean Ziegler, presentado de 

conformidad con la resolución 2003/25 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2004/10, 2004. 
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La soberanía alimentaria fue el tema principal del Foro ONG/OSC “Soberanía alimentaria: 

un derecho para todos”,  paralelo a la Cumbre Mundial sobre la Alimentación: cinco años 

después, celebrada en junio de 2002. En la Declaración de dicho Foro los movimientos 

sociales de los campesinos, pescadores, pastores, pueblos indígenas, ambientalistas, 

organizaciones de mujeres, sindicatos y ONGs reunidos en Roma, definieron a la soberanía 

alimentaria en los siguientes términos: 

La Soberanía Alimentaria es el derecho de los países y los pueblos a definir sus propias 

políticas agrarias, de empleo, pesqueras, alimentarias y de tierra de forma que sean ecológica, 

social, económica y culturalmente apropiadas para ellos y sus circunstancias únicas. Esto 

incluye el verdadero derecho a la alimentación y a producir los alimentos, lo que significa 

que todos los pueblos tienen el derecho a una alimentación sana, nutritiva y culturalmente 

apropiada, y a la capacidad para mantenerse a sí mismos y a sus sociedades (Nyéléni, 2021). 

Otra definición muy utilizada de soberanía alimentaria en la actualidad es la proveniente de 

la Declaración del Foro Mundial de la Soberanía Alimentaria, Nyéléni 2007: 

La soberanía alimentaria es el derecho de los pueblos a alimentos nutritivos y culturalmente 

adecuados, accesibles, producidos de forma sostenible y ecológica, y su derecho a decidir su 

propio sistema alimentario y productivo (La Vía Campesina, 2009). 

Con base en esta última Declaración, se han explicitado seis pilares sobre los que se 

sostiene la soberanía alimentaria, sintetizados en la siguiente tabla. 

Tabla 1. Pilares de la soberanía alimentaria desarrollados en la Declaración de Nyéléni, 2007. 

Pilar Descripción 

1. Se centra en 

alimentos para 

los pueblos 

• Pone la necesidad de alimentación de las personas en el centro de las políticas.  

• Insiste en que la comida es algo más que una mercancía. 

2. Pone en valor a 

los proveedores 

de alimentos 

• Apoya modos de vida sostenibles.  

• Respeta el trabajo de todos los proveedores de alimentos. 

3. Localiza los 

sistemas 

alimentarios 

• Reduce la distancia entre proveedores y consumidores de alimentos. 

• Rechaza el dumping y la asistencia alimentaria inapropiada.  

• Resiste la dependencia de corporaciones remotas e irresponsables. 

4. Sitúa el control 

a nivel local 
• Lugares de control están en manos de proveedores locales de alimentos.  

• Reconoce la necesidad de habitar y compartir territorios.  

• Rechaza la privatización de los recursos naturales. 
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5. Promueve el 

conocimiento y 

las habilidades 

• Se basa en los conocimientos tradicionales.  

• Utiliza la investigación para apoyar y transmitir este conocimiento a 

generaciones futuras.  

• Rechaza las tecnologías que atentan contra los sistemas alimentarios locales. 

6. Es compatible 

con la 

naturaleza 

• Maximiza las contribuciones de los ecosistemas. 

• Mejora la capacidad de recuperación.  

• Rechaza el uso de métodos considerados destructivos. 

Fuentes: Food Secure Canada, The Six Pillars of Food Sovereignty, Developed at Nyéléni, 2007, 

2012; Gustavo Gordillo y Obed Méndez, Seguridad y soberanía alimentaria. Documento base para 

discusión, FAO, 2013. 

Por su parte, en un informe publicado en 2004, el Relator Especial sobre el derecho a la 

alimentación de las Naciones Unidas, Jean Ziegler, analizó el concepto de soberanía 

alimentaria y su relación con el derecho a la alimentación adecuada. Respecto de dicho 

concepto, el Relator especial identificó varios aspectos, los cuales se sintetizan a 

continuación. 

Tabla 2. Aspectos centrales del concepto de soberanía alimentaria identificados por el Relator 

Especial sobre el derecho a la alimentación de las Naciones Unidas. 

La soberanía alimentaria 

Implica • La supremacía de los derechos de las personas y las comunidades a la 

alimentación y a la producción de alimentos sobre los intereses comerciales. 

Esto implica el apoyo y promoción de los mercados y productores locales frente 

a la producción para la exportación y las importaciones de alimentos. 

• Que se reconozcan los derechos de las comunidades a sus recursos locales 

tradicionales, incluidos los recursos fitogenéticos, y que se protejan los derechos 

de los agricultores a intercambiar y reproducir semillas. 

Exige  • Dar prioridad a la producción de alimentos para los mercados nacionales y 

locales, sobre la base de unos sistemas de producción diversificada y 

agroecológica de la agricultura campesina y familiar. 

• Garantizar precios justos para los agricultores, lo cual significa proteger los 

mercados nacionales del dumping de productos importados de bajo precio. No 

es contrario al comercio, sino más bien a la prioridad otorgada a las 

exportaciones y al dumping de alimentos subvencionados importados en los 

mercados locales, que destruye los medios de subsistencia de los agricultores 

locales. Su finalidad es garantizar primero la seguridad alimentaria, 

favoreciendo la producción local para los mercados locales. 

• Facilitar el acceso equitativo a la tierra, el agua, los bosques, las zonas de pesca 

y otros recursos productivos para que las personas puedan alimentarse por sí 
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mismas. 

• Reconocer y promover la función de la mujer en la producción de alimentos y 

promover la igualdad de acceso a los recursos productivos y de control sobre 

ellos. 

• Dar a las comunidades el control sobre los recursos productivos, frente a la 

propiedad por las empresas de la tierra, el agua y otros recursos genéticos y de 

otra índole. 

• Proteger las semillas, como base de la alimentación, para su libre intercambio y 

utilización por los agricultores, lo cual significa que no haya patentes sobre la 

vida y que se aplique una moratoria a los cultivos modificados genéticamente. 

• Invertir fondos públicos para apoyar las actividades productivas de las familias 

y las comunidades con el fin de potenciar su papel y asegurar el control y la 

producción local de alimentos para las personas y los mercados locales. 

• Proteger los intereses del consumidor, en particular una reglamentación de la 

seguridad alimentaria que incorpore el principio precautorio y un etiquetado 

preciso de los alimentos y los piensos animales, con información sobre su 

contenido y origen.  

• Garantizar la participación de los consumidores, así como los productores, en la 

determinación de normas, tanto a nivel nacional como internacional. 

Reivindica • La soberanía nacional e individual sobre las políticas de seguridad alimentaria. 

Afirma  • Que cada país debe tener derecho a determinar su grado de autodependencia en 

cuanto a la producción nacional de alimentos básicos. 

Reconoce  • El derecho de los países a rechazar las tecnologías que consideren inapropiadas 

como medida de precaución. 

• El derecho de los consumidores a poder decidir qué consumen, cómo se produce 

lo que consumen y quién lo produce. Esto significa que los consumidores deben 

tener la opción de consumir alimentos producidos en su propio país sin que ello 

se considere una limitación al comercio. Significa también que los 

consumidores deben poder elegir si quieren comer productos con organismos 

modificados genéticamente, con lo cual adquiere relevancia el etiquetado. 

Hace hincapié • En la agricultura campesina en pequeña escala orientada al mercado local y al 

consumidor nacional, frente al modelo vigente de agricultura industrializada y 

orientada a la exportación. 

Fuente: Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación, Jean 

Ziegler, presentado de conformidad con la resolución 2003/25 de la Comisión de Derechos 

Humanos, E/CN.4/2004/10, 2004; Naciones Unidas, Informe del Relator Especial sobre el derecho 

a la alimentación, Jean Ziegler, A/HRC/7/5, 2008. 

Respecto de la relación entre el concepto de soberanía alimentaria y el derecho a la 

alimentación, Ziegler ha explicado que:  
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[E]l derecho a la alimentación significa que los gobiernos, en su calidad de Estados Partes del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, están obligados 

legalmente a garantizar la seguridad alimentaria de sus ciudadanos, en cualquier sistema 

político o económico. Los gobiernos están obligados legalmente a respetar, proteger y hacer 

efectivo el derecho a la alimentación cuando han ratificado el Pacto Internacional. Y están 

legalmente obligados a buscar la manera mejor de garantizar la seguridad alimentaria a toda 

su población, ya que el derecho a la alimentación adecuada sólo se hace efectivo "cuando 

todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y 

económico, en todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla".  

Ante la evidencia creciente de que el actual sistema comercial mundial está poniendo en 

peligro la seguridad alimentaria de los más pobres y marginados y está generando 

desigualdades cada vez mayores, el Relator Especial cree que es el momento de buscar otras 

alternativas que puedan garantizar mejor el derecho a la alimentación. La soberanía 

alimentaria ofrece una visión alternativa que coloca en primer plano la seguridad alimentaria 

y considera el comercio como un medio para conseguir un fin, y no como un fin en sí mismo. 

(Naciones Unidas, 2004).  

Además, como Relator Especial, Ziegler recordaba que el derecho a la alimentación es un 

derecho humano fundamental que se debe respetar al formular todas las políticas en materia 

agrícola y de alimentación. Resaltaba que el derecho mercantil internacional debe respetar 

los compromisos ya contraídos por los Estados en virtud de la normativa internacional de 

derechos humanos. Asimismo, sostenía que si las normas comerciales ponen en peligro el 

derecho a la alimentación, esas normas deben ser impugnadas en base a la normativa de 

derechos humanos. Concluía afirmando que el derecho a la alimentación constituye una 

importante base legal para luchar por la soberanía alimentaria (Naciones Unidas, 2004). 

Por su parte, en el marco de la 32ª Conferencia Regional de la FAO para América Latina y 

el Caribe, realizada en Buenos Aires en marzo de 2012, uno de los asuntos acordados por 

los asistentes fue la necesidad de que la FAO organice un debate amplio y dinámico para 

analizar el concepto de soberanía alimentaria, cuyo significado no había sido aún 

consensuado por los Estados Miembros de la FAO y del Sistema de Naciones Unidas.  

Para contribuir a esta discusión, desde la Oficina Regional de la FAO para América Latina 

y el Caribe se apoyó la elaboración de un documento con información y análisis que 

permitiera una mayor comprensión sobre el alcance y las potenciales repercusiones en las 

políticas públicas del concepto de soberanía alimentaria (Gordillo y Méndez, 2013). 

En dicho documento, al analizar las principales diferencias entre el concepto de seguridad 

alimentaria y el concepto de soberanía alimentaria, y sus repercusiones para las políticas 

públicas en los países, se identificaron dos diferencias centrales. La primera,  es que el 

concepto de seguridad alimentaria —adoptado por los países miembros de la FAO— es, si 

se quiere, un concepto neutro en términos de correlación de fuerzas. No prejuzga sobre la 
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concentración de poder económico en los distintos eslabones de la cadena alimentaria ni en 

el comercio internacional de alimentos ni en la propiedad de medios de producción clave, 

como la tierra o, más contemporáneamente, el acceso a la información. En tanto, el 

concepto de soberanía alimentaria parte justamente de constatar la asimetría en los distintos 

mercados y espacios de poder involucrados, por ejemplo, en los ámbitos de las 

negociaciones comerciales multilaterales. Apela, entonces, al papel equilibrador que puede 

jugar un Estado democrático, y concibe que los alimentos son más que mercancías 

(Gordillo y Méndez, 2013). 

La segunda diferencia sustancial tiene que ver con cómo producir alimentos. Aunque la 

FAO ha sido pionera en temas relacionados con mejores prácticas agrícolas, manejo 

sustentable de recursos naturales, el principio precautorio en relación con los organismos 

genéticamente modificados (OGM), agricultura verde, etc., precisamente por su naturaleza 

como organismo intergubernamental y multilateral, no podría adoptar una posición enfática 

o única respecto a las distintas formas de producir alimentos. En la literatura especializada, 

se reconocen tres grandes patrones tecnológicos: la llamada agricultura industrial, que se 

basa en el uso intensivo de combustibles fósiles; la agricultura biológica, que utiliza 

biomasa y biotecnologías, de las cuales los OGM son apenas una parte, y, la agricultura 

orgánica, que supone procesos que requieren de diversas formas de certificación. La Unión 

Europea ha planteado desde hace varios años la idea de la coexistencia de los tres sistemas, 

aunque, de modo más reciente, en el diseño de las políticas agrícolas comunitarias se está 

insistiendo en un sistema de subsidios desacoplados de un producto en concreto, que 

premie el uso sustentable de recursos naturales en la producción de alimentos. En cambio, 

el concepto de soberanía alimentaria está claramente orientado en primer lugar a la 

agricultura en pequeña escala (incluidas las actividades ganaderas, forestales y pesqueras), 

no industrial, preferentemente orgánica, que se relaciona sobre todo con la concepción de 

agroecología (Gordillo y Méndez, 2013). 

Asumiendo estas diferencias, así como la existencia de diferentes posturas en el ámbito de 

la Organización de Estados Americanos (OEA) respecto del concepto de soberanía 

alimentaria, los autores consideraron deseable y posible la convergencia de posiciones. Para 

ello, propusieron una concepción de soberanía alimentaria que contemple su doble 

acepción: como capacidad de los Estados para definir autónomamente sus propias políticas 

alimentarias, y como prioridad en las políticas a la agricultura en pequeña escala. 

Asimismo, plantearon que el derecho a la alimentación adecuada debía ser el articulador y 

el marco de los conceptos de soberanía y seguridad alimentaria (Gordillo y Méndez, 2013). 

La adopción en 2015 de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible ha fortalecido los 

compromisos gubernamentales respecto de la sostenibilidad económica, social y ambiental 

de las políticas de desarrollo. Asimismo, ha contribuido a colocar el principio de igualdad y 

no discriminación en el centro de las prioridades del desarrollo, comprendiéndose cada vez 
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más la importancia de reducir las desigualdades, promover el empoderamiento y favorecer 

la participación social. 

En similar sentido, la inclusión de las dimensiones de arbitrio y de sostenibilidad como 

parte de la seguridad alimentaria, fortalece el enfoque de derechos en el abordaje de la SAN 

y reduce las diferencias con la concepción de soberanía alimentaria. Ello ocurre porque las 

dos nuevas dimensiones plantean aspectos sustantivos a ser contemplados en las políticas 

alimentarias y nutricionales, las cuales deben reconocer la capacidad de las personas o los 

grupos para tomar sus propias decisiones en la materia y para participar en las políticas 

públicas, así como garantizar la capacidad a largo plazo de los sistemas alimentarios para 

proporcionar seguridad alimentaria y nutrición a las generaciones futuras. 

En consonancia con estos avances, el actual Relator Especial sobre el derecho a la 

alimentación, Michael Fakhri, también se ha pronunciado sobre varios temas vinculados a 

la soberanía alimentaria, como la relación entre el derecho a la alimentación y las políticas 

comerciales, la importancia de la agroecología y los derechos de los agricultores.  

Como Relator, Fakhri resalta el desafío de comprender el derecho a la alimentación en 

términos políticos, económicos y ecológicos; entendiendo primero cómo se produce y 

distribuye el poder, para ser capaces de responder luego a la pregunta sobre cómo se deben 

producir y distribuir los alimentos. 

Plantea que para contribuir a la plena realización del derecho a la alimentación, el comercio 

internacional debe basarse en tres principios de derechos humanos: dignidad, 

autosuficiencia y solidaridad. Recuerda que toda persona tiene derecho a comer con 

dignidad, y que la forma en que las personas obtienen sus alimentos es tan importante como 

los alimentos que necesitan. Señala que en el sistema de comercio actual el crecimiento 

económico es el valor subyacente y que si, en cambio, el sistema de comercio de alimentos 

partiera de la premisa de que los alimentos están intrínsecamente ligados a la dignidad y 

deben juzgarse en esos términos, la función y el propósito del comercio cambiarían. El 

comercio de alimentos se convertiría en una forma de cooperación de los Estados y los 

pueblos con el espíritu de afirmar, reconocer y preservar la dignidad humana (Naciones 

Unidas, 2020a). 

A su vez, el Relator define a la autosuficiencia como un principio relacional basado en la 

autonomía, la armonía, la convivencia y el respeto. Resalta que la autosuficiencia se centra 

en las comunidades locales, colocando el lugar de decisión con respecto a las principales 

dimensiones de la producción, distribución, consumo de alimentos, y reciclaje o 

eliminación de los desechos de alimentos, en las comunidades locales primero, las 

comunidades nacionales en segundo lugar y las comunidades internacionales en tercer 

lugar. Con relación a la solidaridad, el Relator Especial explica que una economía 
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construida sobre la solidaridad se basa en organizaciones regidas por principios de 

cooperación y coordinación horizontal, no de lucro y crecimiento incesante. Considera que 

la realización del derecho a la alimentación para todos exige un enfoque centrado en la 

cooperación entre productores y la solidaridad entre todos los participantes en el cultivo, la 

caza, la recolección, el transporte, la preparación y el consumo de alimentos. El enfoque 

propuesto prioriza el control democrático de los alimentos, incluida la producción, la 

circulación y el consumo, como una forma de construir relaciones equitativas y sostenibles 

entre seres humanos, animales no humanos y el ecosistema en su conjunto (Naciones 

Unidas, 2020a). 

Respecto de la agroecología, el Relator Especial señala que, si la agricultura industrial 

enmarca el problema alimentario principalmente en términos de producción, tamaño de la 

finca y escala de operación, la agroecología parte del cuestionamiento de las dinámicas de 

poder, situando el problema en las dinámicas de acceso al conocimiento, los recursos y el 

control sobre el sistema alimentario, identificando allí las causas subyacentes de la 

inseguridad alimentaria y la malnutrición. La agroecología es descripta como una disciplina 

científica, una práctica agrícola y un movimiento social. El Relator Especial enfatiza la 

importancia de la agroecología y de los conocimientos tradicionales de los pueblos 

indígenas y/o locales para  la realización tangible del derecho a la alimentación. Al mismo 

tiempo, llama la atención sobre los impactos de la agricultura industrializada tanto en 

materia ambiental como en las posiciones de desventaja socioeconómica en que tienden a 

quedar situados los agricultores dentro de este modelo productivo (Naciones Unidas, 

2020b; Naciones Unidas, 2021). 

Autonomías alimentarias 

El concepto de autonomía o autonomías alimentarias tuvo su origen en América Latina. 

En el ámbito internacional, el derecho colectivo a la autonomía o el autogobierno ha sido 

reconocido como parte central del derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación 

(Naciones Unidas, 2018; Naciones Unidas, 2019a). 

El artículo 1 en común del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconoce que todos 

los pueblos tienen derecho a la libre determinación, pueden establecer e implementar su 

propio desarrollo económico, social y cultural, lo cual comprende sus propias estrategias de 

desarrollo, en base a su cosmovisión. 

La vinculación entre los derechos a la libre determinación, a la tierra y el territorio, y a la 

alimentación adecuada de los pueblos indígenas ha sido reivindicada mayormente por sus 

organizaciones bajo el concepto de soberanía alimentaria. 
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La primera Consulta Mundial de los Pueblos Indígenas sobre el Derecho a la Alimentación 

se celebró en Atitlán, Guatemala, en abril de 2002. Representantes y autoridades de 

pueblos, naciones y organizaciones de los pueblos indígenas provenientes de 28 países de 

todas las regiones del mundo se reunieron con los siguientes objetivos: (i) Conocer las 

dificultades que enfrentan los pueblos indígenas en materia alimentaria; (ii) Definir 

elementos comunes entre los pueblos indígenas para plantear ante los Estados el 

cumplimiento del derecho a la alimentación conforme a las aspiraciones de dichos pueblos; 

(iii) Fortalecer la cooperación entre los mismos; y (iv) Formular una estrategia desde la 

visión de los pueblos indígenas, con el fin de hacer propuestas a los Estados y a la 

comunidad internacional para superar las dificultades encontradas en materia de seguridad 

y soberanía alimentaria3. 

Las conclusiones de dicha consulta se plasmaron en la Declaración de Atitlán. Conforme a 

la perspectiva holística de las cosmovisiones indígenas, en dicha declaración se expresó 

que: 

• El contenido del derecho a la alimentación de los pueblos indígenas es colectivo y 

basado en su relación especial espiritual con la Madre Tierra, sus tierras y territorios, 

medio ambiente y recursos naturales que proveen su alimentación tradicional.  

• Las medidas de subsistencia de los pueblos indígenas nutren sus culturas, idiomas, vida 

social, cosmovisión y especialmente su relación con la Madre Tierra.  

• La negativa del derecho a la alimentación de los pueblos indígenas es la negativa, no 

solo de su sobrevivencia física, sino también la negativa de su organización social, sus 

culturas, tradiciones, idiomas, espiritualidad, soberanía e identidad total. Es la negativa 

de su existencia colectiva indígena. 

• Para los pueblos indígenas los derechos a la tierra, agua y territorio, así como el derecho 

a la libre determinación, son imprescindibles para la plena realización de su seguridad y 

soberanía alimentaria. 

En la Declaración de Atitlán se consideró que la soberanía alimentaria es: 

[E]l derecho de los Pueblos de definir sus propias políticas y estrategias para la producción, 

distribución y consumo sustentable de alimentos, respetando sus propias culturas y sus 

propios sistemas de manejo de recursos naturales y áreas rurales. La Soberanía Alimentaria 

se considera como una precondición de la Seguridad Alimentaria. 

 
3 Declaración de Atitlán, disponible en: 

https://www.nacionmulticultural.unam.mx/movimientosindigenas/docs/74.pdf. Acceso 1 de diciembre de 

2021. 

https://www.nacionmulticultural.unam.mx/movimientosindigenas/docs/74.pdf
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Dicha definición se condice con la de autonomías alimentarias, desarrollada en América 

Latina. 

Tras la revisión bibliográfica efectuada en el marco de la elaboración del presente 

documento, solo se pudo identificar un estudio internacional que incluye el concepto de 

autonomía alimentaria. 

Se trata del estudio sobre Indicadores culturales de los sistemas alimentarios y 

agroecológicos de los pueblos indígenas (2007), encargado de forma conjunta por la FAO 

y el Consejo Internacional de Tratados Indios.  

En dicho informe se incluyen indicadores desarrollados en la segunda Consulta global 

sobre el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación y la seguridad alimentaria 

(Nicaragua, 2006). En los indicadores culturales sobre seguridad y soberanía alimentarias, y 

desarrollo sostenible, en el área 11 sobre “Capacidad de los pueblos indígenas para utilizar 

y aplicar derechos, normas legales y estándares reconocidos, así como estructuras de 

autogobierno, para promover y defender su soberanía alimentaria a nivel 

local/tribal/comunitario, nacional e internacional”, se incluyen dos indicadores que emplean 

el concepto de autonomía alimentaria: 

• Existencia/número de políticas públicas, instituciones, tratados, acuerdos y leyes que 

respetan y apoyan la autodeterminación, autonomía y soberanía alimentaria indígenas a 

todos los niveles.  

• Número de miembros de comunidades indígenas, incluidos los líderes, que entienden la 

relación entre los derechos a la autodeterminación/autogobierno/soberanía/autonomía y 

soberanía alimentaria/seguridad alimentaria y salud y bienestar de la comunidad 

(Woodley, Crowley, Dey de Pryck, y Carmen, 2007).  

1.2. Adopción en el derecho internacional de los derechos humanos 

La seguridad alimentaria es el concepto que ha sido más utilizado en el ámbito 

internacional desde la década de 1970, ello comprende también al derecho internacional de 

los derechos humanos. En 1974 se creó el Comité de Seguridad Alimentaria Mundial 

(CSA), principal plataforma internacional intergubernamental, la cual ha adquirido un lugar 

central en la gobernanza mundial de la seguridad alimentaria. A su vez, el objetivo de la 

FAO es lograr la seguridad alimentaria para todas las personas. Los Sistemas de 

Información y Cartografía sobre Inseguridad Alimentaria y Vulnerabilidad (SICIAV), 

coordinados por la FAO, están basados en la definición de seguridad alimentaria acordada 

durante la Cumbre Mundial sobre la Alimentación de 1996 y utilizada en su Plan de Acción 

(FAO, 2021f; Windfuhr y Jonsén, 2005). 
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Por su parte, en la Observación General N° 12 sobre el derecho a una alimentación 

adecuada del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 

Unidas se explicita que los Estados partes deberían aprobar una estrategia nacional que 

garantice la seguridad alimentaria y de nutrición para todos, sobre la base de los principios 

de los derechos humanos (CDESC, 1999). 

A su vez, sobre todo tras la Cumbre Mundial sobre la Alimentación de 1996, en 

cumplimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Roma, un gran número 

de países desarrollados y en desarrollo formularon planes nacionales de acción en materia 

de seguridad alimentaria (FAO, 2021d). 

Con relación a la soberanía alimentaria, son dos los principales instrumentos del derecho 

internacional de los derechos humanos en los que se adopta el concepto. 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de Otras 

Personas que Trabajan en las Zonas Rurales (UNDROP, por sus siglas en inglés) es el 

primer instrumento internacional de derechos humanos en reconocer la soberanía 

alimentaria como un derecho humano, en los siguientes términos: 

Preámbulo 

[…] Reconociendo que el concepto de soberanía alimentaria ha sido utilizado en muchos 

Estados y regiones para designar el derecho a definir sus sistemas agroalimentarios y el 

derecho a una alimentación sana y culturalmente apropiada, producida con métodos 

ecológicos y sostenibles que respeten los derechos humanos. 

[…] Artículo 15 

[…] 4. Los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas rurales tienen el derecho a 

definir sus propios sistemas agroalimentarios, reconocido por muchos Estados y regiones 

como el derecho a la soberanía alimentaria. Este engloba el derecho a participar en los 

procesos de adopción de decisiones sobre la política agroalimentaria y el derecho a una 

alimentación sana y suficiente, producida con métodos ecológicos y sostenibles que respeten 

su cultura. 

5. Los Estados, en asociación con los campesinos y otras personas que trabajan en las zonas 

rurales, formularán políticas públicas a nivel local, nacional, regional e internacional para 

promover y proteger el derecho a una alimentación adecuada, la seguridad alimentaria y la 

soberanía alimentaria, así como sistemas alimentarios sostenibles y equitativos que 

promuevan y protejan los derechos enunciados en la presente Declaración. Los Estados 

establecerán mecanismos para garantizar la coherencia de sus políticas agrícolas, económicas, 

sociales, culturales y relativas al desarrollo con la realización de los derechos enunciados en 

la presente Declaración (Naciones Unidas, 2019b). 
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La soberanía alimentaria es reconocida como un derecho individual y colectivo, en cuyo 

centro se encuentra el derecho de las personas y las comunidades a definir sus propios 

sistemas agroalimentarios. Además, comprende el derecho a una alimentación sana, 

producida con métodos ecológicos y sostenibles que sean culturalmente adecuados. 

El concepto multidimensional de soberanía alimentaria abarca distintos aspectos del 

sistema alimentario. Varios de sus pilares se encuentran cubiertos por nuevos y específicos 

derechos reconocidos a partir de la UNDROP, entre otros el derecho a la tierra y el derecho 

a disponer de los recursos naturales, el derecho a las semillas, el derecho a la biodiversidad, 

los derechos de las mujeres rurales y el derecho a precios remunerativos (Kroff y Castañeda 

Flores, 2020). 

A su vez, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité 

CEDAW) emitió en 2016 la Recomendación general núm. 34 sobre los derechos de las 

mujeres rurales. En dicho instrumento, el Comité aclara las obligaciones de los Estados 

partes de garantizar los derechos de las mujeres rurales, centrándose en el artículo 14 de la 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer. 

Una de las dimensiones específicas de los derechos de las mujeres rurales que el Comité 

desarrolla es la relativa a la tierra y los recursos naturales.  

El Comité CEDAW considera derechos humanos fundamentales los derechos de las 

mujeres rurales a la tierra, los recursos naturales, incluida el agua, las semillas y los 

bosques, y la pesca (párr. 56).  

En la dimensión relativa a la tierra y los recursos naturales, se incluye la alimentación y 

nutrición en los siguientes términos: “Los Estados partes deberían garantizar la efectividad 

del derecho a la alimentación y la nutrición de las mujeres rurales en el marco de la 

soberanía alimentaria y velar por que tengan autoridad para gestionar y controlar sus 

recursos naturales” (párr. 64, énfasis propio). 

Asimismo, el Comité recomienda varias políticas vinculadas a la soberanía alimentaria: 

• Los Estados partes deberían aplicar políticas agrícolas que respalden a las agricultoras 

rurales, reconozcan y protejan los bienes comunes naturales, fomenten la agricultura 

orgánica y protejan a las mujeres rurales de plaguicidas y fertilizantes peligrosos. 

También deberían asegurar que las mujeres rurales tengan acceso efectivo a los recursos 

agrícolas, incluidas semillas de alta calidad, herramientas, conocimientos e 

información, así como equipos y recursos para la agricultura orgánica.  

• Los Estados partes deberían: (i) Respetar y proteger los conocimientos agrícolas 

tradicionales y ecológicos de las mujeres rurales, en particular el derecho de las mujeres 

a conservar, utilizar e intercambiar semillas tradicionales y autóctonas; (ii) Proteger y 
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conservar las especies y variedades de plantas autóctonas y endémicas que son fuente 

de alimentos y medicinas, e impedir que empresas nacionales y transnacionales las 

patenten en la medida en que ello ponga en peligro los derechos de las mujeres rurales; 

(iii) Prohibir los requisitos contractuales de compra obligatoria de semillas que 

producen plantas cuyas semillas son estériles (“semillas terminator”), que impiden a las 

mujeres rurales guardar semillas fértiles; (iv) Velar por que las adquisiciones de tierras 

no vulneren los derechos de las mujeres rurales o provoquen su desalojo forzoso, y 

proteger a las mujeres rurales de los efectos negativos de la adquisición de tierras por 

parte de empresas nacionales y transnacionales, proyectos de desarrollo, industrias 

extractivas y megaproyectos.  

• Los Estados partes deberían obtener el consentimiento libre e informado de las mujeres 

rurales antes de autorizar adquisiciones o proyectos que afecten a las tierras o los 

territorios y los recursos rurales, incluidos los relacionados con el arrendamiento y la 

venta de tierras, la expropiación de tierras y el reasentamiento. Cuando se produzcan 

dichas adquisiciones de tierras, deberían ser conformes a las normas internacionales, y 

debería compensarse adecuadamente a las mujeres rurales. 

• Los Estados partes deberían aprobar y aplicar eficazmente leyes y políticas que limiten 

la cantidad y la calidad de las tierras rurales ofrecidas para venta o arrendamiento a 

terceros Estados o empresas (párr. 62). 

• Los Estados partes deberían adoptar leyes, políticas y medidas para promover y 

proteger los diversos métodos y productos agrícolas locales de las mujeres rurales y su 

acceso a los mercados. Deberían garantizar la diversidad de cultivos y recursos 

medicinales para mejorar la seguridad alimentaria y la salud de las mujeres rurales, así 

como su acceso a la ganadería (párr. 66) (Comité CEDAW, 2016). 

Por su parte, por tratarse de un instrumento de suma importancia que protege una de las 

dimensiones de la soberanía alimentaria, cabe recordar lo dispuesto en el Tratado 

Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, 

adoptado en el año 2001. Dicho tratado internacional establece derechos de los agricultores 

y agricultoras. En su artículo 9 se reconoce la enorme contribución que han hecho y siguen 

haciendo las comunidades locales e indígenas y los agricultores de todas las regiones del 

mundo a la conservación y el desarrollo de los recursos fitogenéticos que constituyen la 

base de la producción alimentaria y agrícola en el mundo.  

El tratado traslada a los gobiernos la responsabilidad de aplicar los derechos de los 

agricultores, instando a los Estados partes a adoptar las medidas pertinentes para proteger y 

promover los derechos del agricultor, en particular: (i) La protección de los conocimientos 

tradicionales en lo referente a los recursos fitogenéticos para la alimentación y la 
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agricultura; (ii) El derecho a participar de manera equitativa en los beneficios obtenidos de 

la utilización de recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura; (iii) El derecho 

a participar, a nivel nacional, en la toma de decisiones referentes a la conservación y la 

utilización sostenible de recursos fitogenéticos para la alimentación y la agricultura; (iv) El 

derecho que tienen los agricultores a conservar, utilizar, intercambiar y vender material de 

siembra o propagación conservado en las fincas, de conformidad con la legislación nacional 

y según proceda (FAO, 2021g). 

Respecto del concepto de autonomía o autonomías alimentarias, no se ha encontrado 

ningún instrumento internacional que lo adopte de manera expresa. 

2. La seguridad, la soberanía y las autonomías alimentarias en América Latina y el 

Caribe y en Colombia 

2.1. Avances conceptuales  

En América Latina y, en particular, en Colombia se han desarrollado avances sustanciales 

con relación al concepto de autonomías alimentarias. 

Desde organizaciones de la sociedad civil colombiana se consideró necesario profundizar el 

debate acerca de las autonomías alimentarias, atendiendo el riesgo que visualizaban 

respecto de un posible uso distorsionado del concepto de soberanía alimentaria: 

Es predecible por ejemplo que ante el recrudecimiento de la crisis y la pérdida de legitimidad 

del actual modelo económico, algunos gobiernos comiencen a imponer a mediano plazo 

supuestas políticas agrícolas o alimentarias que eventualmente vulneren los derechos de 

algunas minorías, comunidades o pueblos integrantes de ese colectivo nacional. En un 

escenario como este, planes de reordenamiento territorial y demográfico (incluyendo 

desplazamiento de poblaciones rurales), imposición de cultivos alimentarios a costa de las 

producciones tradicionales, apoyo financiero y tecnológico a los grandes productores y 

transformadores de alimentos en desmedro del pequeño productor, podrían ser 

implementados arguyendo la defensa de la Soberanía Alimentaria (Plataforma Colombiana 

de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, 2010). 

Planteaban, por ende, la urgencia de debatir acerca de las autonomías alimentarias, 

aclarando que su  definición era muy similar a la de soberanía alimentaria: “sólo que insiste 

con mayor fuerza sobre el derecho de las comunidades, pueblos o colectivos humanos 

pertenecientes a un conglomerado nacional, a preservar y defender su propio proceso 

alimentario. En esa medida no existe una sola autonomía sino muchas, lo cual explica el 

carácter plural de la definición”. 

La autonomía alimentaria o autonomías alimentarias ha sido definida como: 
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[D]erecho que le asiste a cada comunidad, pueblo o colectivo humano, integrante de una 

nación, a controlar autónomamente su propio proceso alimentario según sus tradiciones, usos, 

costumbres, necesidades y perspectivas estratégicas, y en armonía con los demás grupos 

humanos, el medio ambiente y las generaciones venideras (Plataforma Colombiana de 

Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, 2010; FIAN Colombia. 2013 ). 

Desde esta concepción se ha propuesto también considerar a la seguridad, soberanía y 

autonomías alimentarias como Escalas de realización social del derecho a la alimentación: 

• La soberanía alimentaria se ubicaría en el nivel del país-nación, y aludiría en esta 

perspectiva al derecho a controlar el proceso alimentario en una relación entre lo 

nacional y lo internacional/transnacional, esto es, entre lo que se decide al respecto 

como colectivo nacional, frente a las pretensiones e intereses de otros Estados o agentes 

económicos de origen extrafronterizo.  

• Por su parte, las autonomías alimentarias se situarían en el nivel de las comunidades o 

pueblos que integran un país, y harían referencia al derecho de las poblaciones a 

controlar su proceso alimentario en una relación que puede eventualmente confrontar su 

propio proyecto de vida ante lo nacional e internacional/transnacional. En este caso se 

trataría no sólo del derecho de mantener, controlar y decidir sobre su proceso 

alimentario frente a lo internacional/transnacional, sino respecto a agentes de su mismo 

país que podrían apelar abusivamente al principio de soberanía e interés nacional, 

vulnerando los modos de vida y el derecho a la alimentación de las pequeñas 

comunidades. 

• La seguridad alimentaria correspondería al nivel de las personas y los hogares, 

centrándose en el acceso a alimentos, y en la protección de las personas y las familias 

frente al hambre (Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y 

Desarrollo, 2010; Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y 

Desarrollo, 2011; Morales, 2012; FIAN Colombia, 2013; FIAN Colombia, 2021). 

En México, se ha abordado el concepto de autonomía alimentaria desde el enfoque de los 

derechos alimentarios de los pueblos indígenas. 

La autonomía alimentaria ha sido una demanda desde que comenzara el movimiento 

indígena, pues es considerada como una vertiente propia del derecho a la alimentación por 

mantener y respetar el sustrato cultural del que la misma parte (Fernández Molina, 2020). 

Desde esta perspectiva, la autonomía alimentaria aludiría a la capacidad de los productores 

de decidir los sistemas de producción, el tipo de insumos  y el tipo de semillas utilizadas; 

afirmándose que la autonomía de los pueblos indígenas para decidir sobre sus procesos de 

producción se acercaría al concepto de soberanía alimentaria, siendo esta última una 
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manera de ejercer la autonomía indígena en el marco del derecho a la alimentación. Otro 

aspecto que se ha enfatizado refiere a que la construcción de la autonomía alimentaria 

incluiría también el manejo de los agroecosistemas hacia su regeneración (Gómez, 2010).  

Por otra parte, a través de una investigación académica centrada en los pueblos indígenas 

de México, se ha fundamentado la propuesta de reconocimiento de un nuevo derecho, 

construido a partir del derecho a la alimentación y de la visión colectiva preponderante en 

las comunidades indígenas, esto es: el derecho a la autonomía alimentaria de los pueblos 

indígenas (Fernández Molina, 2020). 

La propuesta de un derecho a la autonomía alimentaria se presenta como una especificación 

de la exigida autonomía de los pueblos indígenas, entendida dentro del marco jurídico que 

permite el ejercicio de la libre determinación de los pueblos y el derecho a una 

alimentación adecuada desde su posición de derecho colectivo.  

El derecho a la autonomía alimentaria de las comunidades indígenas que se propone estaría 

compuesto por la interrelación de tres derechos y el principio de exigibilidad. 

Se sintetizan seguidamente los derechos comprendidos en el derecho a la autonomía 

alimentaria indígena propuesto. 

Tabla 3. Derechos humanos que interrelacionados componen el derecho a la autonomía 

alimentaria de los pueblos y comunidades indígenas. 

Derecho/Principio Descripción 

Derecho a la 

autodeterminación 

de los pueblos 

• Capacidad de los pueblos indígenas para conservar sus propias estructuras de 

gobierno y defender sus sistemas alimentarios. 

• Derecho a  que, mediante la consulta previa, libre e informada, los pueblos 

indígenas manifiesten o no su consentimiento en los asuntos que les afecten.  

• Derecho a la participación plena y efectiva de las comunidades en aquellas 

decisiones en las que sus intereses o derechos sobre la tierra, recursos naturales 

o patrimonio cultural se vean afectados. 

Derecho a la 

propiedad sobre sus 

territorios y bienes 

naturales 

• Incluye todas las prerrogativas relacionadas con el acceso, seguridad e 

integridad de los territorios, así como de los recursos naturales, lugares sagrados 

y espacios ceremoniales usados para la producción, cosecha y/o recolección de 

alimentos tradicionales que puedan tener fines culturales y religiosos para los 

pueblos indígenas en cuestión. 

Derecho a una 

alimentación 

adecuada 

• Toda comunidad indígena tiene derecho a la elección de un sistema alimentario 

culturalmente aceptable, que le proporcione alimentos suficientes, adecuados e 

inocuos, así como a mantener las tradiciones ligadas a estos procesos. 

• Un elemento importantísimo para los pueblos indígenas consiste en la 

recuperación y conservación de la culturalidad del alimento. Esta culturalidad 

implica el uso y transmisión de métodos, conocimientos, lenguas, ceremonias, 
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danzas, oraciones, narraciones orales, leyendas y canciones relacionadas con los 

alimentos y prácticas de subsistencia tradicionales, así como la inclusión de los 

alimentos tradicionales en la dieta diaria y en las prácticas culturales y 

religiosas. 

Principio de 

exigibilidad 
• Acceso a un proceso adecuado (por adecuado se entiende la calidad de cercano, 

gratuito, sin dilaciones injustificadas y con intérpretes de cada una de las 

lenguas) a las necesidades de las poblaciones indígenas, que implique la 

capacidad de las mismas para exigir sus derechos, reconocidos en normas 

legales y estándares nacionales e internacionales, con el objeto de promover y 

defender sus sistemas alimentarios a nivel local, estatal y federal. 

Fuente: María Victoria Fernández Molina, El derecho a la autonomía alimentaria de los pueblos 

indígenas en México: una propuesta interdisciplinaria a partir del derecho a la alimentación y la 

libre determinación, Cuadernos Deusto de Derechos Humanos Núm. 95, Bilbao, Universidad de 

Deusto, 2020. 

El citado estudio concluye afirmando que el derecho a la autonomía alimentaria de los 

pueblos indígenas se erige como la vía más adecuada a las demandas de las comunidades 

indígenas respecto de la protección de sus sistemas alimentarios y sus cosmovisiones. 

2.2. Adopción en el ámbito normativo, institucional y de política pública 

Seguridad alimentaria  

El mandato de garantizar la seguridad alimentaria de todas las personas que se encuentran 

bajo la jurisdicción estatal ha sido incluido en Constituciones y leyes de varios países de 

América Latina y el Caribe. Asimismo, se han creado instituciones específicas con 

competencias en materia de seguridad alimentaria, y se han formulado políticas, planes y 

programas para su consecución. 

La Constitución de Bolivia4 y la Constitución de Cuba5 establecen de forma expresa el 

deber estatal de garantizar la seguridad alimentaria (Estado Plurinacional de Bolivia, 2009; 

República de Cuba, 2019; FAO. 2020a). 

Con relación a las leyes, se exponen a continuación las normas legales sobre seguridad 

alimentaria existentes en la región. Las leyes de seguridad y soberanía alimentaria se 

incluyen en el apartado sobre soberanía alimentaria. 

 
4 Art. 16: “I. Toda persona tiene derecho al agua y a la alimentación. II. El Estado tiene la obligación de 

garantizar la seguridad alimentaria, a través de una alimentación sana, adecuada y suficiente para toda la 

población.” 

5 Art. 77: “Todas las personas tienen derecho a la alimentación sana y adecuada. El Estado crea las 

condiciones para fortalecer la seguridad alimentaria de toda la población.” 
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Tabla 4. Leyes sobre seguridad alimentaria y nutricional en América Latina y el Caribe, 

definiciones e institucionalidad establecida. 

País - Ley Definición de seguridad alimentaria/seguridad 

alimentaria y nutricional 

Institucionalidad creada 

Guatemala 

Ley del Sistema 

Nacional de 

Seguridad 

Alimentaria y 

Nutricional, Decreto 

Nº 32 (2005) 

 

• Incluye en la definición que los alimentos sean 

preferiblemente de origen nacional. 

• “[D]erecho de toda persona a tener acceso 

físico, económico y social, oportuna y 

permanentemente, a una alimentación adecuada 

en cantidad y calidad, con pertinencia cultural, 

preferiblemente de origen nacional, así como a 

su adecuado aprovechamiento biológico, para 

mantener una vida saludable y activa”. 

• Crea el Sistema Nacional 

de Seguridad Alimentaria 

y Nutricional 

(SINASAN), integrado 

por instancias de gobierno 

y de la sociedad, contando 

con el apoyo técnico y 

financiero de la 

cooperación internacional. 

• Los órganos del 

SINASAN son: (i) el 

Consejo Nacional de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional, como ente 

rector; (ii) la Secretaría de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional de la 

Presidencia de la 

República; (iii) la 

Instancia de consulta y 

participación social; y (iv)  

el Grupo de instituciones 

de apoyo. 

Brasil 

Ley Orgánica de 

Seguridad 

Alimentaria y 

Nutricional Nº 

11.346 (2006), 

modificada por Ley 

Nº 13.839 (2019) 

 

• Adopta una definición de SAN e identifica 

políticas prioritarias para su consecución. 

• “La seguridad alimentaria y nutricional consiste 

en la realización del derecho de todos al acceso 

regular y permanente a alimentos de calidad, en 

cantidad suficiente, sin comprometer el acceso a 

otras necesidades esenciales, teniendo como 

base prácticas alimentarias promotoras de la 

salud que respeten la diversidad cultural y que 

sean ambiental, cultural, económica y 

socialmente sustentables” (traducción propia). 

• La seguridad alimentaria y nutricional 

comprende: (i) La ampliación de las 

condiciones de acceso a los alimentos por 

medio de la producción, en especial de la 

agricultura tradicional y familiar, del 

procesamiento, de la industrialización, de la 

comercialización, incluyéndose los acuerdos 

internacionales, del abastecimiento y de la 

distribución de los alimentos, incluyéndose el 

agua, así como la generación de empleo y de la 

• Crea el Sistema Nacional 

de Seguridad Alimentaria 

y Nutricional (SISAN), 

integrado por: (i) la 

Conferencia Nacional de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional; (ii) el 

Consejo Nacional de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional; y (iii) la 

Cámara Interministerial 

de Seguridad Alimentaria 

y Nutricional. 
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redistribución de la renta; (ii) La conservación 

de la biodiversidad y la utilización sustentable 

de los recursos; (iii) La promoción de la salud, 

de la nutrición y de la alimentación de la 

población, incluyendo grupos poblacionales 

específicos y poblaciones en situación de 

vulnerabilidad social; (iv) La garantía de la 

calidad biológica, sanitaria, nutricional y 

tecnológica de los alimentos, así como su 

aprovechamiento, estimulando prácticas 

alimentarias y estilos de vida saludables que 

respeten la diversidad étnica y racial y cultural 

de la población; (v) La producción de 

conocimiento y el acceso a información; y (vi) 

La implementación de políticas públicas y 

estrategias sustentables y participativas de 

producción, comercialización y consumo de 

alimentos, respetando las múltiples 

características culturales del país. 

• La Ley Nº 13.839 de 2019 suprimió el primer 

inciso relativo a la ampliación de las 

condiciones de acceso a los alimentos. A su vez, 

incluyó como medida de política pública 

prioritaria la formación de reservas reguladoras 

y estratégicas de alimentos. 

Honduras  

Ley de Seguridad 

Alimentaria y 

Nutricional, Decreto 

Nº 25 (2011) 

• Define a la seguridad alimentaria y nutricional 

en términos de aspiración. 

• “Es una aspiración por la cual todas las 

personas puedan disponer en forma oportuna y 

permanente de acceso a los alimentos que 

necesitan en cantidad, calidad y biológicamente 

aceptables para su adecuado consumo y 

utilización, garantizándole a las personas su 

pleno desarrollo humano.” 

• Crea el Sistema Nacional 

de Seguridad Alimentaria 

y Nutricional, conformado 

por: (i) el Consejo 

Nacional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional; 

(ii)  la Comisión de 

Vigilancia de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional; 

(iii) el Comité Técnico 

Interinstitucional de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional; y (iv) la 

Unidad Técnica de 

Seguridad Alimentaria y 

Nutricional. 

Fuentes: FAO, Nota de orientación jurídica para parlamentarios en América Latina y el Caribe N.° 

2. Leyes marco sobre el derecho a una alimentación adecuada, 2020; Guatemala, Ley del Sistema 

Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, Decreto Nº 32, 2005, disponible en: 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/gua54616.pdf; Brasil, Ley Orgánica de Seguridad Alimentaria y 

Nutricional Nº 11.346, 2006, con modificaciones por Ley N° 13.839, 2019, disponible en: 

http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/lei/l11346.htm; Honduras, Ley de 

Seguridad Alimentaria y Nutricional, Decreto Nº 25, 2011, disponible en: 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/hon104990.pdf. 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/gua54616.pdf
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/lei/l11346.htm
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En el caso de Colombia, la Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

(CISAN) fue prevista en el Conpes 113 de 2008 y creada a través del Decreto 2055 de 

2009. En la Ley N° 1355 de 2009 se establece que la CISAN será la máxima autoridad 

rectora de la Seguridad Alimentaria y Nutricional en el país. 

Soberanía alimentaria 

El concepto de soberanía alimentaria ha tenido una importante recepción en la normativa de 

países de América Latina y el Caribe.  

En el año 2012, el Parlamento Latinoamericano y Caribeño (PARLATINO) adoptó la Ley 

Marco sobre el Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria. Esta ley, 

elaborada con la asistencia técnica de la FAO, ha sido fruto del consenso entre 

parlamentarios de América Latina y el Caribe. Ella identifica los elementos regulatorios 

esenciales que una ley en la materia debería contener e incorpora un enfoque basado en los 

derechos humanos. Las leyes marco o modelo del PARLATINO, a pesar de no ser 

vinculantes, son una herramienta relevante que los países pueden utilizar como referencia y 

adaptar a sus diversas realidades (FAO, 2020b). 

En la Ley Marco se establece la siguiente definición de soberanía alimentaria: 

La Soberanía Alimentaria se entiende como el derecho de un país a definir sus propias 

políticas y estrategias sustentables de producción, distribución y consumo de alimentos, que 

garanticen el derecho a la alimentación sana y nutritiva para toda la población, respetando sus 

propias culturas y la diversidad de los sistemas productivos, de comercialización y de gestión 

de los espacios rurales (FAO, 2013). 

En el artículo 1º, se estipula que la ley tiene por objeto establecer un marco jurídico de 

referencia, que permita a cada Estado establecer políticas y estrategias para garantizar de 

manera permanente y con carácter de prioridad nacional el derecho a la alimentación, la 

seguridad alimentaria y nutricional de la población, para el disfrute de una vida sana y 

activa. Seguidamente prevé que: “Los Países que hayan adoptado el concepto de Soberanía 

adecuaran el objeto de la presente Ley” (FAO, 2013). 

Esta disposición evidenciaría dos aspectos. Por una parte, que el concepto de soberanía 

alimentaria es complementario del concepto de seguridad alimentaria y del derecho a la 

alimentación. Por otra parte, que existen diferentes posiciones entre los países de la región 

con respecto al uso del término soberanía alimentaria. 

En el nivel nacional, dos países han adoptado el concepto de soberanía alimentaria en sus 

Constituciones.  
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En la Constitución del Ecuador la obligación estatal de promover la soberanía alimentaria 

es contemplada como parte de los derechos del Buen Vivir. A su vez, se le dedica un 

capítulo dentro del régimen de desarrollo en el cual se incluye una definición, centrada en 

la autosuficiencia de alimentos. Además, es un objetivo transversal a las demás políticas del 

Estado, como la política económica, la comercial, la política en materia de integración 

latinoamericana y otras (República del Ecuador, 2008). 

Constitución de la República del Ecuador 

REGIMEN DE DESARROLLO 

Capítulo tercero 

Soberanía alimentaria 

Art. 281.- La soberanía alimentaria constituye un objetivo estratégico y una obligación del Estado 

para garantizar que las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades alcancen la autosuficiencia 

de alimentos sanos y culturalmente apropiados de forma permanente. 

Para ello, será responsabilidad del Estado: 

1. Impulsar la producción, transformación agroalimentaria y pesquera de las pequeñas y medianas 

unidades de producción, comunitarias y de la economía social y solidaria. 

2. Adoptar políticas fiscales, tributarias y arancelarias que protejan al sector agroalimentario y 

pesquero nacional, para evitar la dependencia de importaciones de alimentos. 

3. Fortalecer la diversificación y la introducción de tecnologías ecológicas y orgánicas en la 

producción agropecuaria.  

4. Promover políticas redistributivas que permitan el acceso del campesinado a la tierra, al agua y 

otros recursos productivos. 

5. Establecer mecanismos preferenciales de financiamiento para los pequeños y medianos 

productores y productoras, facilitándoles la adquisición de medios de producción. 

6. Promover la preservación y recuperación de la agrobiodiversidad y de los saberes ancestrales 

vinculados a ella; así como el uso, la conservación e intercambio libre de semillas. 

7. Precautelar que los animales destinados a la alimentación humana estén sanos y sean criados en 

un entorno saludable. 

8. Asegurar el desarrollo de la investigación científica y de la innovación tecnológica apropiadas 

para garantizar la soberanía alimentaria. 

9. Regular bajo normas de bioseguridad el uso y desarrollo de biotecnología, así como su 

experimentación, uso y comercialización. 
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10. Fortalecer el desarrollo de organizaciones y redes de productores y de consumidores, así como 

las de comercialización y distribución de alimentos que promueva la equidad entre espacios rurales 

y urbanos. 

11. Generar sistemas justos y solidarios de distribución y comercialización de alimentos. Impedir 

prácticas monopólicas y cualquier tipo de especulación con productos alimenticios. 

12. Dotar de alimentos a las poblaciones víctimas de desastres naturales o antrópicos que pongan en 

riesgo el acceso a la alimentación. Los alimentos recibidos de ayuda internacional no deberán 

afectar la salud ni el futuro de la producción de alimentos producidos localmente. 

13. Prevenir y proteger a la población del consumo de alimentos contaminados o que pongan en 

riesgo su salud o que la ciencia tenga incertidumbre sobre sus efectos. 

14. Adquirir alimentos y materias primas para programas sociales y alimenticios, prioritariamente a 

redes asociativas de pequeños productores y productoras. 

La Constitución de Bolivia concibe a la soberanía alimentaria como principio para la 

negociación, suscripción y ratificación de tratados internacionales; como objetivo de la 

organización económica estatal y de la política de desarrollo rural integral del Estado; y 

como prioridad del desarrollo rural integral sustentable (Estado Plurinacional de Bolivia, 

2009).  De particular importancia es el artículo 407, en el que se enumeran una serie de 

directrices y medidas de política pública vinculadas con la concepción de soberanía 

alimentaria: 

Bolivia 

Constitución Política del Estado  

Artículo 407. 

Son objetivos de la política de desarrollo rural integral del Estado, en coordinación con las 

entidades territoriales autónomas y descentralizadas: 

1. Garantizar la soberanía y seguridad alimentaria, priorizando la producción y el consumo de 

alimentos de origen agropecuario producidos en el territorio boliviano. 

2. Establecer mecanismos de protección a la producción agropecuaria boliviana. 

3. Promover la producción y comercialización de productos agro ecológicos. 

4. Proteger la producción agropecuaria y agroindustrial ante desastres naturales e inclemencias 

climáticas, geológicas y siniestros. La ley preverá la creación del seguro agrario. 

5. Implementar y desarrollar la educación técnica productiva y ecológica en todos sus niveles y 

modalidades. 
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6. Establecer políticas y proyectos de manera sustentable, procurando la conservación y 

recuperación de suelos. 

7. Promover sistemas de riego, con el fin de garantizar la producción agropecuaria. 

8. Garantizar la asistencia técnica y establecer mecanismos de innovación y transferencia 

tecnológica en toda la cadena productiva agropecuaria. 

9. Establecer la creación del banco de semillas y centros de investigación genética. 

10. Establecer políticas de fomento y apoyo a sectores productivos agropecuarios con debilidad 

estructural natural. 

11. Controlar la salida y entrada al país de recursos biológicos y genéticos. 

12. Establecer políticas y programas para garantizar la sanidad agropecuaria y la inocuidad 

alimentaria. 

13. Proveer infraestructura productiva, manufactura e industrial y servicios básicos para el sector 

agropecuario. 

Con relación a las leyes, se presentan en la siguiente tabla las normas legales sobre 

soberanía alimentaria,  y sobre seguridad y soberanía alimentaria, promulgadas en los 

países de América Latina y el Caribe, con las respectivas definiciones de soberanía 

alimentaria adoptadas y las principales disposiciones en materia de política pública. 



Tabla 5. Leyes sobre soberanía alimentaria en América Latina y el Caribe, definiciones adoptadas y disposiciones centrales en materia de 

política pública. 

País - Ley Definición de soberanía 

alimentaria 

Disposiciones en materia de política pública 

Venezuela 

Ley Orgánica de 

Seguridad y 

Soberanía 

Agroalimentaria, 

Decreto Nº 6.071 

(2008) 

• “La soberanía agroalimentaria es 

el derecho inalienable de una 

nación a definir y desarrollar 

políticas agrarias y alimentarias 

apropiadas a sus circunstancias 

específicas, a partir de la 

producción local y nacional, 

respetando la conservación de la 

biodiversidad productiva y 

cultural, así como la capacidad 

de autoabastecimiento 

priorizado, garantizando el 

acceso oportuno y suficiente de 

alimentos a toda la población.” 

• Es una ley extensa, cuenta con 172 artículos. 

• Contempla el balance nacional de alimentos e insumos agroalimentarios; la creación de reservas 

estratégicas de alimentos; políticas de distribución, intercambio y comercialización; mecanismos de 

participación social en la planificación de la producción agrícola sustentable, en la distribución e 

intercambio de productos agroalimentarios; políticas en materia de inocuidad y calidad de los 

alimentos; políticas de investigación y educación en materia agroalimentaria. 

Nicaragua  

Ley de Soberanía 

y Seguridad 

Alimentaria y 

Nutricional Nº 

693 (2009) 

• “Derecho de los pueblos a definir 

sus propias políticas y estrategias 

sostenibles de producción, 

distribución y consumo de 

alimentos, que garanticen el 

derecho a la alimentación para 

toda la población, con base en la 

pequeña y mediana producción, 

respetando sus propias culturas y 

la diversidad de los modos 

campesinos, pesqueros e 

indígenas de producción 

agropecuaria, de 

comercialización y de gestión de 

los espacios rurales, en los cuales 

la mujer desempeña un papel 

• La ley establece que las instituciones públicas deben fortalecer el Sistema de Soberanía y Seguridad 

Alimentaria y Nutricional a través de: 

“a. Un Sistema Alimentario capaz de proveer, de manera sostenible, alimentos nutritivos e inocuos, 

culturalmente aceptable enmarcado en nuestro patrimonio cultural y ambiental, y en nuestra capacidad 

de producción nacional de alimentos y su transformación priorizando la pequeña y mediana producción, 

con un sistema de acopio y gestión de precios que de manera equitativa asegure la disponibilidad, el 

acceso, el consumo y el aprovechamiento biológico de los alimentos de todas y todos los nicaragüenses y 

como oportunidad de desarrollo […] 

b. Un Sistema Nutricional, que llene las necesidades energéticas, nutricionales y culturales, y que 

garanticen la salud y el bienestar de nuestras comunidades, la eliminación de la mal nutrición, 

priorizando la atención a mujeres embarazadas y lactantes y la erradicación de la desnutrición crónica 

infantil […] 

c. Un Sistema Educativo que forme recursos humanos emprendedores, desarrollando actitudes, 

habilidades, capacidades y conocimientos de la población estudiantil y la comunidad escolar que les 
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fundamental”. 

La soberanía alimentaria garantiza la 

seguridad alimentaria y nutricional.” 

permita un mejor aprovechamiento sostenible de los recursos locales, fortalezca la cultura de producción 

y consumo basada en la diversidad cultural nacional y promueva cambios de comportamiento para 

mejorar el estado alimentario y nutricional de las familias nicaragüenses […] 

d. Un Sistema Ambiental Natural que asegure la calidad del agua, suelo y biodiversidad, en el marco de 

la conservación y un manejo sostenible de los recursos naturales, que garantice la alimentación y 

nutrición, la salud, la cultura y la riqueza de nuestras comunidades […] 

e. Un Ambiente Institucional donde cada Ministerio representante de Sector tiene la responsabilidad de 

coordinación, articulación y armonización de su competencia sectorial a lo interno de su sector y con 

otros sectores […]” 

Ecuador 

Ley Orgánica del 

Régimen de la 

Soberanía 

Alimentaria 

(2009) 

• “Esta Ley tiene por objeto 

establecer los mecanismos 

mediante los cuales el Estado 

cumpla con su obligación y 

objetivo estratégico de garantizar 

a las personas, comunidades y 

pueblos la autosuficiencia de 

alimentos sanos, nutritivos y 

culturalmente apropiados de 

forma permanente.” 

• La ley establece los deberes del Estado para el ejercicio de la soberanía alimentaria: 

“a) Fomentar la producción sostenible y sustentable de alimentos, reorientando el modelo de desarrollo 

agroalimentario, que en el enfoque multisectorial de esta ley hace referencia a los recursos alimentarios 

provenientes de la agricultura, actividad pecuaria, pesca, acuacultura y de la recolección de productos de 

medios ecológicos naturales; 

b) Establecer incentivos a la utilización productiva de la tierra, desincentivos para la falta de 

aprovechamiento o acaparamiento de tierras productivas y otros mecanismos de redistribución de la 

tierra; 

c) Impulsar, en el marco de la economía social y solidaria, la asociación de los microempresarios, 

microempresa o micro, pequeños y medianos productores para su participación en mejores condiciones 

en el proceso de producción, almacenamiento, transformación, conservación y comercialización de 

alimentos; 

d) Incentivar el consumo de alimentos sanos, nutritivos de origen agroecológico y orgánico, evitando en 

lo posible la expansión del monocultivo y la utilización de cultivos agroalimentarios en la producción de 

biocombustibles, priorizando siempre el consumo alimenticio nacional; 

e) Adoptar políticas fiscales, tributarias, arancelarias y otras que protejan al sector agroalimentario 

nacional para evitar la dependencia en la provisión alimentaria; y, 

f) Promover la participación social y la deliberación pública en forma paritaria entre hombres y mujeres 

en la elaboración de leyes y en la formulación e implementación de políticas relativas a la soberanía 

alimentaria.” 
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Bolivia  

Ley de la 

Revolución 

Productiva 

Comunitaria 

Agropecuaria N° 

144 (2011) 

• “Soberanía Alimentaria. El 

pueblo boliviano a través del 

Estado Plurinacional, define e 

implementa sus políticas y 

estrategias destinadas a la 

producción, acopio, 

transformación, conservación, 

almacenamiento, transporte, 

distribución, comercialización, 

consumo e intercambio de 

alimentos.” 

• La ley establece las políticas de Estado de la revolución productiva comunitaria agropecuaria:  

“1. Fortalecimiento de la base productiva. 

2. Conservación de áreas para la producción. 

3. Protección de recursos genéticos naturales. 

4. Fomento a la producción. 

5. Acopio, reserva, transformación e industrialización. 

6. Intercambio equitativo y comercialización. 

7. Promoción del consumo nacional. 

8. Investigación, innovación y saberes ancestrales. 

9. Servicios de sanidad agropecuaria e inocuidad alimentaria. 

10. Gestión de riesgos. 

11. Atención de emergencias alimentarias. 

12. Garantía de provisión de alimentos a la población. 

13. Garantía de una alimentación y estado nutricional adecuados. 

14. Gestión territorial indígena originario campesina. 

15. Seguro Agrario Universal. 

16. Transferencias.” 

República 

Dominicana 

Ley que crea el 

Sistema Nacional 

para la Soberanía 

y Seguridad 

Alimentaria y 

Nutricional Nº 

589 (2016) 

• “Soberanía alimentaria: 

Constituye un objetivo 

estratégico y una obligación del 

Estado para garantizar el derecho 

que tienen las personas al acceso, 

disposición, consumo, 

producción, distribución, 

comercialización y 

almacenamiento de alimentos 

sanos, nutritivos, adecuados y 

suficientes, y culturalmente 

• La ley establece que  el funcionamiento del Sistema Nacional para la Soberanía y Seguridad 

Alimentaria y Nutricional se apoyará en los siguientes ejes de intervención: 

“1) Acceso a los alimentos. El fortalecimiento y consolidación del sistema de protección social […] 

2) Producción y disponibilidad de alimentos. La generación de acciones orientadas con especial atención 

a las formas de producción autónoma de la población, a los ciclos cortos de comercialización, al 

fortalecimiento de la asociatividad, la creación de un entorno inclusivo que responda y atienda a las 

necesidades específicas de los pequeños productores y la agricultura familiar y en lo que se refiere a 

acceso a tecnología, crédito, seguros y comercialización. 

3) Promoción de la tenencia y uso eficiente de la tierra. La realización de acciones equitativas a fin de 
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 apropiados de forma permanente 

de acuerdo con los objetivos de 

desarrollo sostenible.” 

que los pequeños y medianos productores agropecuarios incrementen su potencial productivo de 

alimentos que podrán utilizar para el autoconsumo y la venta de los excedentes en los mercados, 

incrementando su generación de ingresos, contribuyendo de este modo a reducir la pobreza extrema y el 

flagelo del hambre, sin deteriorar la base de los recursos naturales de forma sustentable. 

4) Abastecimiento de alimentos. La articulación de los mercados, la transparencia y la eficiencia de los 

sistemas de distribución y comercialización de alimentos, con atención a las economías locales y el 

establecimiento de mecanismos que aseguren la estabilidad de la disponibilidad de alimentos y 

disminuyendo los riesgos de volatilidad de precios por fenómenos especulativos y prácticas abusivas o 

distorsionadoras. 

5) Inocuidad y calidad de los alimentos […] 

6) Salud y nutrición de las personas vulnerables […] 

7) Educación e información alimentaria y nutricional. La promoción de políticas que coadyuven a la 

adopción de hábitos sanos de alimentación y nutrición, y de regulaciones sobre la información y 

publicidad dirigida a la infancia; y promoviendo la oferta, distribución y consumo de alimentos sanos y 

nutritivos en centros de educación y salud, y en su entorno. 

8) Gestión del conocimiento. El desarrollo de investigaciones y sistemas de información pertinentes y 

adecuados para la toma de decisiones en el campo de la alimentación y la nutrición, de los sistemas de 

difusión, de la producción orgánica y sustentable, del aprendizaje e intercambio de conocimientos que 

atiendan las necesidades de los diferentes grupos de productores y consumidores, con atención a la 

población vulnerable, la agricultura familiar, la pesca artesanal, los pequeños productores 

agroalimentarios y restaurantes populares. 

9) Formación de recursos humanos. La formación y fortalecimiento del recurso humano especializado en 

alimentación y nutrición e incentivar a los jóvenes para que en sus estudios superiores se orienten a las 

especialidades agropecuarias y otras afines al tema alimentario y nutricional. 

10) Prevención y preparación para catástrofes y emergencias. La promoción de acciones preventivas que 

garanticen la eficiencia y eficacia para enfrentar y atender situaciones de emergencia alimentaria y 

nutricional ocasionadas por desastres naturales, crisis económicas o sociales, incluyendo la creación de 

reservas estatales de alimentos para estas eventualidades.” 

Fuentes: Venezuela, Ley Orgánica de Seguridad y Soberanía Agroalimentaria, Decreto Nº 6.071, 2008, disponible en: 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/ven83198.pdf; Nicaragua, Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional Nº 693, 2009, disponible 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/ven83198.pdf
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en: http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/nic145376.pdf; Ecuador, Ley Orgánica del Régimen de la Soberanía Alimentaria, 2009, disponible en: 

https://www.gob.ec/sites/default/files/regulations/2018-10/Documento_Ley-de-soberan%C3%ADa-alimentaria.pdf;  Bolivia, Ley de la Revolución 

Productiva Comunitaria Agropecuaria N° 144, 2011, disponible en: https://www.insa.gob.bo/images/normativa/LEYES/LEY_144-

Ley_de_Revolucion_Productiva_Comunitaria_Agropecuaria.pdf; República Dominicana, Ley que crea el Sistema Nacional para la Soberanía y 

Seguridad Alimentaria y Nutricional Nº 589, 2016, disponible en: http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/dom159064.pdf. 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/nic145376.pdf
https://www.gob.ec/sites/default/files/regulations/2018-10/Documento_Ley-de-soberan%C3%ADa-alimentaria.pdf
https://www.insa.gob.bo/images/normativa/LEYES/LEY_144-Ley_de_Revolucion_Productiva_Comunitaria_Agropecuaria.pdf
https://www.insa.gob.bo/images/normativa/LEYES/LEY_144-Ley_de_Revolucion_Productiva_Comunitaria_Agropecuaria.pdf


De las cinco leyes, tres definen a la soberanía alimentaria en términos del derecho de un 

pueblo o nación (ejercido a través del Estado) a definir e implementar sus políticas 

alimentarias o agroalimentarias con  la finalidad de garantizar la seguridad alimentaria y 

nutricional de la población (Venezuela, Nicaragua y Bolivia). Dos leyes definen a la 

soberanía alimentaria como un objetivo estratégico y una obligación del Estado para 

garantizar el derecho a la alimentación adecuada de las personas, o para garantizar a las 

personas, comunidades y pueblos la autosuficiencia de alimentos sanos, nutritivos y 

culturalmente apropiados de forma permanente (Ecuador y República Dominicana). 

Las políticas prioritarias previstas en las normas constitucionales y en las leyes son 

diversas, existiendo coincidencias en materia de fomento a la producción nacional y 

local de alimentos y a la producción agrícola a pequeña escala; en la promoción de un 

uso sostenible de los recursos naturales; en la preocupación por el abastecimiento 

adecuado de alimentos, potenciando el comercio local de alimentos.  

En algunos países se contempla la implementación de políticas redistributivas que 

garanticen el acceso equitativo a la tierra y a otros recursos naturales; la promoción de 

formas productivas agroecológicas y diversificadas; el fortalecimiento de los derechos 

de las personas consumidoras; la participación social en la definición de leyes y 

políticas relativas a la soberanía alimentaria. 

Autonomías alimentarias 

El concepto de autonomía o autonomías alimentarias ha comenzado a ser utilizado en 

países de América Latina, sobre todo en el ámbito de políticas públicas. 

A nivel de legislación se ha encontrado una sola mención del término autonomía 

alimentaria, pero con un significado más cercano al de autosuficiencia alimentaria. En la 

Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional Nº 693 (2009) de Nicaragua se 

propone:  

La promoción de cambios sustantivos en los modos y medios de producción del sistema 

alimentario, en armonía con el medio ambiente, priorizando la pequeña y mediana 

producción, para el aumento de la productividad y la diversificación en el marco de un 

mercado incluyente y justo, orientado a alcanzar la autonomía alimentaria nacional 

basada en la Cultura Alimentaria Nacional (artículo 31). 

Por su parte, en el ámbito de las políticas, el Plan Nacional de Soberanía y Seguridad 

Alimentaria y Nutricional del Paraguay del año 2009 emplea el concepto de autonomía 

alimentaria al referirse al Plan Integral con los Pueblos Originarios. Refiere que dicho 

Plan integral en una primera fase, denominada de contingencia, tendrá por objetivo la 

protección y la garantía de los derechos básicos de las comunidades indígenas incluidas. 

En su segunda fase, de promoción para el desarrollo comunitario y organizativo: “la 

iniciativa para con los pueblos indígenas se propone alcanzar logros productivos y 

comerciales en torno de productos agropecuarios, artesanales, así como de 

fortalecimiento de las organizaciones comunitarias, apuntando a la autonomía 

alimentaria de los pueblos originarios” (Secretaría Técnica de Planificación, 2009). 
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En Colombia, en el Anexo Étnico del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y 

Nutricional 2012 – 2019, aprobado por la Comisión Intersectorial de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional –CISAN en septiembre de 2015, se reconoce el concepto de 

autonomía alimentaria. 

En dicho instrumento se explica que las organizaciones y autoridades indígenas 

reivindican, más que la seguridad alimentaria, la autonomía alimentaria y la soberanía 

alimentaria. Se considera que, puesto en términos del derecho internacional de los 

derechos humanos, ello significa: “la reivindicación de sus derechos a la integridad 

cultural, la autodeterminación, el desarrollo propio y la propiedad, uso, control y acceso 

a las tierras y recursos naturales. En particular el uso, control y conservación de las 

semillas nativas o propias” (Ministerio de Salud y Protección Social, 2015). 

A su vez, en el documento del Anexo Étnico se señala que el Estado colombiano ha 

adoptado el concepto de autonomía alimentaria, por su vinculación con el derecho a la 

autodeterminación de los pueblos indígenas y tribales; identificándose los principales 

componentes del dicho concepto. 

[D]ado que es un debate asociado al derecho a la autodeterminación, reconocido a los 

pueblos indígenas y tribales (mediante el Convenio 169 de la Organización Internacional 

del Trabajo, OIT), el Estado colombiano ha adoptado el concepto de autonomía 

alimentaria con fundamento en el cual se vienen tramitando los debates políticos y las 

adecuaciones institucionales pertinentes, respecto a las reivindicaciones de estos pueblos 

de su derecho a regir sus asuntos alimentarios. En particular: fortalecimiento de los 

sistemas tradicionales de producción a partir de la sustentabilidad agroecológica, el 

control integral del ciclo alimentario desde la producción y reproducción de las semillas, 

y disponibilidad de tierras y gestión territorial. En concordancia con lo anterior en el plan 

de acción para población indígena que se incluye en la parte final de este documento se 

utiliza la expresión “seguridad y/o autonomía alimentaria nutricional” (Ministerio de 

Salud y Protección Social, 2015). 

En Chile, la Política Nacional de Alimentación y Nutrición del año 2017 incluye entre 

sus enfoques el relativo a “Pueblos Indígenas e Interculturalidad”. Dentro de dicho 

enfoque se considera que en materia de alimentación y nutrición es importante el 

estudio y protección de los sistemas alimentarios particulares de los pueblos indígenas, 

el rescate de los alimentos tradicionales y el respeto por su cosmovisión, entre otros, 

evitando la pérdida de autonomía alimentaria (Ministerio de Salud, 2017). 

2.3. Jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha adoptado definiciones de seguridad alimentaria 

y soberanía alimentaria, y ha establecido los alcances de dichos conceptos en la 

resolución de casos sometidos a su jurisdicción. Dicho tribunal ha protegido el derecho 

a la soberanía alimentaria de comunidades étnicas, indígenas y rurales, y ha resaltado la 

importancia de la Declaración sobre los derechos de los campesinos y de otras personas 

que trabajan en las zonas rurales, aprobada en 2018. 
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Con relación al concepto de autonomía alimentaria, si bien se ha podido identificar solo 

una sentencia en la que se emplea expresamente el término, la Corte ha reconocido 

ampliamente el derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas y su alcance 

en materia de autogobierno, derecho a la consulta y consentimiento libre, previo e 

informado; los derechos territoriales y a los recursos naturales; y el derecho de los 

pueblos indígenas a la alimentación adecuada. A su vez, la Corte Constitucional ha 

reconocido el derecho a la autonomía de las comunidades campesinas. 

En la siguiente tabla se presentan las definiciones y alcances de la seguridad alimentaria 

y la soberanía alimentaria adoptados por la Corte Constitucional en sentencias emitidas, 

así como la mención al concepto de autonomía alimentaria. 

Tabla 6. Definición y alcances de seguridad, soberanía y autonomía alimentaria en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia. 

Sentencia Definición y alcance 

Seguridad alimentaria 

Sentencia T-348 

de 2012 

En noviembre de 1996, el Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre la 

Alimentación (FAO), declaró que la seguridad alimentaria, “a nivel individual, 

familiar, nacional, regional y mundial, se alcanza cuando todas las personas tienen 

en todo momento acceso físico y económico a suficientes alimentos inocuos y 

nutritivos para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias en cuanto a 

los alimentos a fin de llevar una vida activa y sana”. Esta última definición se 

compone de cuatro contenidos; la disponibilidad, la accesibilidad, la estabilidad y la 

utilización de los alimentos.  

Sentencia T-302 

de 2017 
• El derecho a la seguridad alimentaria implica el derecho de consumir comida 

saludable que cumpla con los estándares de nutrición adecuados. 

• En el caso concreto de los pueblos indígenas, la relación especial que tienen 

con el territorio donde se asientan, no solo se dirige a proteger el lugar de sus 

ancestros y su pueblo, sino también el lugar que los alimenta a través de sus 

siembras y cultivos tradicionales. La FAO ha establecido que la seguridad 

alimentaria de los pueblos indígenas no se limita a satisfacer sus necesidades 

básicas, sino que se deben considerar sus dimensiones culturales. Así, el 

componente de la aceptabilidad cultural del derecho a la alimentación adquiere 

una verdadera importancia, pues a través de la comida que consumen los 

miembros de comunidades indígenas, ellos mantienen su identidad y 

cosmovisión cultural.  Lo anterior, también involucra el respeto de la libre 

determinación de los pueblos indígenas, quienes definen sus propias fuentes de 

su adecuada alimentación y los medios de producirla.  

• La realización del derecho a la seguridad alimentaria de los pueblos indígenas 

implica la observancia de los principios a la participación, no discriminación, 

responsabilidad, transparencia y dignidad humana. De esa forma, no puede 

garantizarse como un derecho individual sino colectivo que debe atender como 

mínimo al cumplimiento de las siguientes obligaciones estatales: (i) el respeto 

de los derechos a la cultura, libre determinación y territorios y recursos 

naturales del pueblo indígena, (ii) la protección de las actividades u oficios 

tradicionales para obtener la comida y (iii) el deber de proveer la comida 

mínima esencial acorde con la dieta y la cultura del pueblo indígena. 

• Cuando el Estado adopta medidas para garantizar el derecho a la seguridad 
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alimentaria de los pueblos indígenas, no puede ignorar que los valores 

culturales son transversales a los hábitos alimenticios, y por tanto deberá 

entablar espacios de diálogo con las comunidades indígenas involucradas con el 

fin de que los planes y programas que se implementen sean respetuosos de sus 

prácticas tradicionales y su alimentación.   

Sentencia C-077 

de 2017 

Este Tribunal ha reiterado que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 65 C.P., 

el Estado tiene la responsabilidad de garantizar la seguridad alimentaria de todos los 

habitantes del territorio. Esto implica, conforme lo ha establecido las Naciones 

Unidas, sujetar la producción y el acceso a los alimentos a una gestión pública y 

comunitaria prudente y sostenible, a fin de que se asegure la disponibilidad de 

alimentos a las generaciones presentes y futuras. 

Sentencia T-325 

de 2017 

La seguridad alimentaria es un derecho reconocido a nivel constitucional a partir de 

diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, que deviene de la 

necesidad de proteger a la población rural en el acceso oportuno y permanente a los 

recursos que ofrece el ambiente donde se encuentran, y sobre el que se garantiza la 

consecución de alimentos que cubran sus requerimientos nutricionales, tomando en 

consideración la conservación y equilibrio del ecosistema para beneficio propio y de 

las generaciones futuras. 

Soberanía alimentaria 

Sentencia T-348 

de 2012 

 

 

 

• En la Cumbre Mundial sobre la Alimentación en 1996 […] la “Vía Campesina” 

propuso por primera vez el concepto de “soberanía alimentaria” que hace 

referencia al derecho de cada pueblo a definir sus propias políticas y estrategias 

sustentables de producción, distribución y consumo de los alimentos que 

garanticen una alimentación sana, con base en la pequeña y mediana 

producción, respetando sus propias culturas y la diversidad de los medios 

campesinos, pesqueros, étnicos e indígenas de producción agropecuaria, 

comercialización y gestión de recursos.  Dicho concepto, además, es una vía 

para erradicar el hambre y la malnutrición de las comunidades que 

tradicionalmente se han dedicado a prácticas de producción artesanal, y 

actualmente es una bandera de la protección de las comunidades campesinas a 

nivel mundial. 

• La soberanía alimentaria, comprende, no sólo la libre potestad de los Estados y 

los pueblos de determinar sus procesos de producción de alimentos; también 

implica que esos procesos de producción garanticen el respeto y la preservación 

de las comunidades de producción artesanales y de pequeña escala, acorde con 

sus propias culturas y la diversidad de los modos campesinos y pesqueros. 

• Las comunidades de pescadores y todas aquellas que dependen de los recursos 

del medio ambiente, merecen una especial atención por parte de los Estados, 

toda vez que son grupos de personas, en su mayoría de bajos ingresos, que con 

su oficio artesanal garantizan su derecho a la alimentación y a su mínimo vital. 

De hecho, es evidente la relación íntima que adquieren estas comunidades con 

los ecosistemas, que junto con el ejercicio de su oficio tradicional, crean una 

identidad cultural. Por lo anterior, debe destacarse la importancia del concepto 

de la soberanía alimentaria, que involucra el respeto de la producción a 

pequeña escala de alimentos y la diversidad de su producción, en 

reconocimiento de los modelos campesinos tradicionales y artesanales. 

Sentencia T-606 

de 2015 

Este tribunal considera indispensable disponer la inmediata ejecución de acciones 

estatales tendientes a lograr la protección de los derechos fundamentales al trabajo, 

participación, soberanía alimentaria y mínimo vital  del señor Jonatán Pacheco 

Yánez, los miembros de la Cooperativa de pescadores de Barlovento y demás 

pescadores artesanales del Parque Nacional Natural Tayrona. 
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Sentencia T-622 

de 2016 
• En las sentencias T-348 de 2012  y T-606 de 2015, se amparó el concepto de 

soberanía alimentaria en comunidades vulnerables, desde la perspectiva de las 

comunidades étnicas, indígenas y rurales que subsisten del cultivo, producción 

y distribución de alimentos obtenidos de la naturaleza. 

• Respecto de la protección del agua, los bosques, y la seguridad y soberanía 

alimentaria […] desde temprana jurisprudencia la Corte ha señalado que están 

íntimamente relacionadas al ser interdependientes, razón por la cual, la 

preservación del ambiente, el resguardo de los ecosistemas marinos y terrestres, 

la protección de la flora y la fauna, la defensa ambiental de las especies 

animales y vegetales, y la garantía de una soberanía alimentaria son mandatos 

imperativos en cabeza de las autoridades y los habitantes de todo el territorio 

nacional. 

Sentencia C-077 

de 2017 
• La jurisprudencia constitucional ha revestido con una especial importancia la 

protección de las economías tradicionales de subsistencia, bajo el entendido de 

que quienes las ejercen son usualmente comunidades que “han dedicado su 

vida a una actividad de producción específica y con ella aseguran sus ingresos 

y medios de subsistencia, porque venden los frutos en el ejercicio de su 

práctica, y adicionalmente, tienen acceso permanente al alimento para su vida y 

la de sus familias” 

• El Consejo de Derechos Humanos aprobó […] la Declaración sobre los 

derechos de los campesinos y de otras personas que trabajan en las zonas 

rurales.  Si bien es cierto que, al tratarse de instrumentos que han sido 

considerados como Soft Law, no se trata de disposiciones que sean per se 

vinculantes para los Estados; también lo es que este tipo de documentos no 

hacen otra cosa sino sistematizar los principales instrumentos de derechos 

humanos ratificados por los Estados (Declaración Universal de Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), y articularlos en 

clave de determinadas problemáticas o grupos poblacionales.  Tampoco hay 

que olvidar que esta Corte ya ha hecho uso de estos instrumentos para 

solucionar casos concretos,  y para evaluar la constitucionalidad de otras 

disposiciones legales, en la medida en que ha considerado que coinciden con 

los preceptos constitucionales. 

• La Corte Constitucional ha sostenido que el modelo de desarrollo agrario debe 

garantizar la soberanía alimentaria, la cual no se circunscribe a la libertad que 

tienen los Estados para determinar sus procesos de producción de alimentos, 

buscando con ello garantizar la disposición y el acceso permanente a los 

alimentos que cubran los requerimientos nutricionales de los ciudadanos; sino 

que implica “que esos procesos de producción garanticen el respeto y la 

preservación de las comunidades de producción artesanales y de pequeña 

escala, acorde con sus propias culturas y la diversidad de los modos 

campesinos y pesqueros”.  Por lo tanto, la búsqueda del desarrollo agrario no 

puede “privilegiar una visión empresarial del campo en desmedro de la 

explotación campesina, de la preservación de su cultura y forma de vida”,  sino 

que debe lograr equilibrar la producción capitalista con el respeto y la 

protección de las economías tradicionales de subsistencia. 

Autonomía alimentaria 

Sentencia T-302 

de 2017 
• En la alimentación del pueblo Wayúu lo más importante es preservar los 

conocimientos tradicionales de la dieta y preservar los recursos naturales que 

ofrecen alimento a cada familia.  Por ejemplo se inculca el cuidado de ciertas 

semillas y especies vegetales para los tiempos de sequía. Los expertos que 

participaron en el proceso bajo referencia recomiendan: (i) fortalecer los 

medios de vida de los Wayúu para aumentar su autonomía alimentaria y reducir 
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su dependencia al mercado o a la asistencia estatal y (ii) que los programas que 

se implementan en el territorio de las comunidades observen el contexto 

cultural determinado. 

• El derecho a la alimentación de los niños y niñas wayúu no solo se vulnera por 

la falta de disponibilidad de alimentos. La principal vulneración de este derecho 

se encuentra en la situación de inseguridad alimentaria causada, entre otros 

motivos, por la pérdida de las tradiciones alimentarias según los usos y 

costumbres del pueblo Wayúu. La solución para la vulneración de estos 

derechos no reside, entonces, en la aplicación de programas asistencialistas 

para alimentar directamente a los niños y niñas. Ésta debe incluir, ante todo, 

iniciativas de seguridad alimentaria destinadas a fortalecer las capacidades y la 

autonomía del pueblo Wayúu.    

Sentencia C-077 

de 2017 
• Conforme lo ha establecido este Tribunal, las autoridades protegen los derechos 

al mínimo vital, a la dignidad y a la autonomía de las comunidades campesinas 

cuando las políticas agrarias conservan y fomentan su espacio vital, al igual que 

las condiciones materiales que subyacen a su forma de vida (i.e. economías 

tradicionales de subsistencia), lo que implica preservar la productividad de los 

sistemas naturales, respetar sus prácticas tradicionales de producción y mejorar 

las condiciones socioeconómicas de las comunidades como parte del desarrollo 

sostenible. 

Fuente: Elaboración propia. 

3. Relaciones entre el derecho humano a la alimentación adecuada y los abordajes 

de seguridad, soberanía y autonomías alimentarias  

Conforme al relevamiento expuesto en este informe, la seguridad alimentaria es 

considerada principalmente como un estado resultante de la garantía de derechos, en 

especial del derecho a la alimentación adecuada. Es el corolario del derecho a la 

alimentación, el bien jurídico protegido por este derecho. 

A nivel internacional existe un amplio acuerdo sobre la definición de la seguridad 

alimentaria, incluyendo su carácter multidimensional. El concepto de seguridad 

alimentaria ha ido evolucionando en el tiempo, tornándose cada vez más integral y 

sustentado en el enfoque de derechos humanos.  

En la actualidad, el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición 

del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial propone sumar a los componentes de 

disponibilidad, acceso, utilización y estabilidad, los relativos al arbitrio y la 

sostenibilidad. Esta formulación consolida la tendencia a armonizar el abordaje de la 

seguridad alimentaria con las conceptualizaciones e interpretaciones jurídicas del 

derecho a la alimentación. 

Al mismo tiempo cabe notar que, si bien, hablar de seguridad alimentaria implica 

atender varias dimensiones, en el enfoque de las políticas de SAN se tiende a priorizar 

el componente de acceso a alimentos. Ello ocurre también en las metodologías para la 

medición de la inseguridad alimentaria, las cuales dan cuenta de situaciones en las 

cuales las personas sufren hambre o se encuentran en riesgo de padecerla; o afrontan 

incertidumbres con respecto a su capacidad de obtener alimentos. 
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A su vez, en la realización de este informe se han analizado sentencias de la Corte 

Constitucional de Colombia en las cuales se hace referencia al concepto de seguridad 

alimentaria como derecho humano, aludiendo sobre todo a la garantía del componente 

de acceso y consumo de alimentos saludables, nutritivos y culturalmente adecuados. Es 

conveniente distinguir la seguridad alimentaria como situación de hecho del derecho 

humano a la alimentación adecuada.  

El derecho a la alimentación adecuada es un derecho subjetivo, exigible y justiciable, 

cuyo principal garante es el Estado; y como todo derecho social comprende niveles 

esenciales o mínimos. 

En el abordaje de la soberanía alimentaria, por su parte, pueden distinguirse tres 

dimensiones: (i) La que refiere a un derecho del pueblo –como colectivo nacional– de 

definir e implementar sus políticas alimentarias en función de la garantía de la seguridad 

alimentaria de la población, derecho que es ejercido a través del Estado frente a otros 

Estados o agentes económicos de origen extrafronterizo; (ii) La que alude a un objetivo 

estratégico y una obligación del Estado de priorizar la garantía del derecho a la 

alimentación adecuada de las personas y comunidades sobre los intereses comerciales, 

identificando un conjunto de medidas de política pública necesarias para lograr dicho 

objetivo en el nivel nacional y local; y (iii) La que establece un nuevo derecho humano 

del cual son titulares las personas y las comunidades campesinas, indígenas y rurales. 

Respecto del primer significado del término soberanía alimentaria, se trata de un 

concepto político comprendido dentro del atributo de la soberanía nacional que 

corresponde a los Estados nación, cuando es aplicado a las políticas de seguridad 

alimentaria.  

En materia del derecho a la alimentación adecuada es el Estado el titular de las 

obligaciones jurídicas de respeto, protección y realización de este derecho humano. Por 

ende, conforme a lo establecido en la Observación General N° 12 del Comité DESC, la 

vinculación de dicha acepción política con el derecho a la alimentación se daría en 

razón del deber de los Estados partes en sus relaciones internacionales de “adoptar 

medidas para respetar el disfrute del derecho a la alimentación en otros países, proteger 

este derecho, facilitar el acceso a la alimentación y prestar la necesaria asistencia 

cuando sea preciso”; así como el deber de “asegurarse de que, en los acuerdos 

internacionales, se preste la debida atención al derecho a una alimentación adecuada”. 

Esto significa que al valorar la adopción de tratados internacionales, los Estados deben 

evaluar su compatibilidad con la normativa de derechos humanos vigente, en particular 

con sus obligaciones en materia de garantía del derecho a la alimentación. 

Con relación al segundo significado de la soberanía alimentaria, el mismo se centra en 

el apoyo a la producción de alimentos en pequeña escala, en priorizar las formas de 

producción sostenibles como la agroecología, en la autosuficiencia y la protección de 

los mercados nacionales, y en el reconocimiento del derecho de las personas y 
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comunidades a participar en la definición de las políticas relacionadas con la 

alimentación y la agricultura.  

Al analizar la relación de esta concepción con el derecho a la alimentación adecuada es 

preciso recordar que, si bien el derecho a la alimentación no impone políticas 

económicas concretas y es flexible en lo que respecta al método que los países pueden 

utilizar para lograr la seguridad alimentaria (FAO, 2007), los Estados Partes del 

PIDESC están obligados a buscar la mejor manera de garantizar la seguridad 

alimentaria a toda su población. A su vez, deben cumplir los principios de derechos 

humanos en las políticas a implementar, incluyendo la no discriminación, la rendición 

de cuentas, la participación social y los mecanismos de exigibilidad. También, en el 

ámbito interno, los Estados deben asegurar el respeto y la protección del derecho a la 

alimentación al formular todas las políticas agrícolas, económicas, sociales, culturales, 

relativas al desarrollo y a la alimentación. 

Las orientaciones y medidas de política pública que se consideran pilares de la 

soberanía alimentaria pueden ser fundamentadas en el cumplimiento de las obligaciones 

jurídicas derivadas del derecho a la alimentación y de los principios de derechos 

humanos aplicables a la gestión de políticas.  

Además, de modo más específico, la promoción del acceso equitativo de pequeños 

productores/as, campesinos/as, comunidades indígenas, pescadores/as y otras personas 

que trabajan en las zonas rurales a los recursos y bienes productivos; la protección, 

conservación, utilización sostenible de semillas de uso tradicional y otros recursos 

genéticos; la promoción de prácticas sostenibles de producción de alimentos y gestión 

de los recursos naturales tales como enfoques agroecológicos y otros planteamientos 

innovadores; el apoyo a la producción local de alimentos, en particular a los pequeños 

agricultores/as y las explotaciones familiares; la defensa de la competencia, 

estableciendo normas, políticas, procedimientos y órganos para garantizar un acceso que 

no sea discriminatorio a los mercados e impedir las prácticas contrarias a la 

competencia en los mercados, como el dumping; la protección de los derechos de las 

personas consumidoras; la promoción de mercados locales y regionales en pequeña 

escala; el fortalecimiento de la participación plena y efectiva de los pueblos indígenas y 

las comunidades locales en la gobernanza de los sistemas alimentarios y la nutrición, 

apoyando los mecanismos comunitarios para una participación inclusiva en el plano 

local, subnacional, nacional y regional; la observancia del derecho de los pueblos 

indígenas a la consulta y el consentimiento libre, previo e informado; entre otras, son 

medidas de política pública recomendadas a los Estados en las Directrices voluntarias 

en apoyo de la realización progresiva del derecho humano a la alimentación en el 

contexto de la seguridad alimentaria nacional (2004); las Directrices voluntarias sobre 

la gobernanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los bosques en el 

contexto de la seguridad alimentaria nacional (2012); y las Directrices voluntarias del 

Comité de Seguridad Alimentaria Mundial sobre los sistemas alimentarios y la 

nutrición (2021). 
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De este modo, puede observarse que políticas consideradas pilares de la soberanía 

alimentaria, centrales en la agenda programática de la soberanía alimentaria como 

objetivo estratégico, se corresponden con medidas recomendadas y acordadas en el 

nivel internacional como deseables para la realización progresiva del derecho humano a 

la alimentación. 

Lo anterior se vincula con la tercera significación de la soberanía alimentaria: como 

derecho humano de las personas y las comunidades campesinas, indígenas y rurales. 

Desde la aprobación de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales (2018), parte 

de las medidas que se consideraban recomendaciones a los Estados para avanzar en la 

garantía del derecho a la alimentación en el ámbito nacional, se han fortalecido 

jurídicamente como derechos de determinadas poblaciones. 

De este modo, el derecho a la soberanía alimentaria de campesinas, campesinos, 

pueblos y comunidades indígenas, y otras personas que trabajan en las zonas rurales 

comprende: 

• El derecho a definir sus propios sistemas agroalimentarios, lo cual comprende el 

derecho a participar en los procesos de adopción de decisiones sobre la política 

agroalimentaria y el derecho a una alimentación sana y suficiente, producida con 

métodos ecológicos y sostenibles que respeten su cultura. 

• El deber de los Estados de asociarse con los campesinos, las campesinas y otras 

personas que trabajan en las zonas rurales para formular políticas públicas a nivel 

local, nacional, regional e internacional que promuevan y protejan el derecho a una 

alimentación adecuada, la seguridad alimentaria y la soberanía alimentaria, así como 

sistemas alimentarios sostenibles y equitativos. 

Además, a través de la UNDROP, varias de las áreas asociadas a la soberanía 

alimentaria, han pasado a ser reconocidas como derechos humanos de los campesinos, 

campesinas, pueblos y comunidades indígenas, y otras personas que trabajan en las 

zonas rurales como: el derecho a la tierra, individual o colectivamente, incluyendo el 

derecho de acceder a la tierra, las masas de agua, las aguas costeras, las pesquerías, los 

pastos y los bosques; el derecho a gestionar y utilizar los recursos naturales de manera 

sostenible para alcanzar un nivel de vida adecuado, tener un lugar en el que vivir con 

seguridad, paz y dignidad y desarrollar sus culturas; el derecho a utilizar libremente 

métodos tradicionales de agricultura, pesca, ganadería y silvicultura; el derecho a 

elaborar sistemas de comercialización comunitarios; el derecho a las semillas; el 

derecho a la biodiversidad; los derechos de las mujeres rurales; el derecho a precios 

remunerativos, entre otros.  

Conforme a lo señalado, la relación entre el abordaje de la soberanía alimentaria y el 

derecho a la alimentación adecuada comprende dos niveles:  
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1. La soberanía alimentaria es un derecho humano complementario del derecho a la 

alimentación, del cual son titulares las personas y las comunidades campesinas, 

indígenas y rurales, que refuerza el derecho de aquellas a la participación en la 

toma de decisiones sobre la política agroalimentaria, reconociéndoles un nivel 

de autonomía para definir sus sistemas agroalimentarios; y que establece el 

deber estatal de garantizar métodos ecológicos y sostenibles de producción, 

transformación y distribución de alimentos que respeten sus culturas. Conforme 

a la jurisprudencia de la Corte Constitucional de Colombia, el aseguramiento de 

los recursos naturales de los cuales depende la subsistencia de dichas 

poblaciones, protegiendo las economías tradicionales de subsistencia, resulta un 

componente central. Tratándose de pueblos y comunidades indígenas, el derecho 

a organizar y dirigir sus formas de vida, de acuerdo a sus valores, instituciones y 

mecanismos dentro del Estado que habitan, comprende a sus sistemas 

agroalimentarios, indisociablemente vinculados a sus derechos territoriales y sus 

recursos naturales, y a la garantía del derecho a la consulta y el consentimiento 

libre, previo e informado. 

2. La soberanía alimentaria como objetivo estratégico y obligación del Estado de 

priorizar la garantía del derecho a la alimentación adecuada de las personas y 

comunidades sobre los intereses comerciales, tanto en las políticas internas 

como en la evaluación de acuerdos internacionales, encuentra una base legal en 

las obligaciones estatales emanadas del derecho humano a la alimentación. 

También es en base a la garantía del derecho a la alimentación adecuada que 

cada Estado debe definir las mejores medidas de política pública para lograr la 

realización progresiva de este derecho en el ámbito nacional; observando los 

principios de derechos humanos en las políticas agrícolas y alimentarias, en 

particular el principio de no discriminación, el principio de participación, el 

principio de rendición de cuentas y la implementación de mecanismos de 

exigibilidad. 

Por último, respecto del abordaje de la autonomía o autonomías alimentarias, el mismo 

coincide en su contenido con el derecho a la soberanía alimentaria de las comunidades 

campesinas, indígenas y rurales. 

El concepto de autonomías alimentarias ha sido mayormente empleado respecto de los 

derechos de los pueblos y comunidades indígenas, y adquiere con relación a los mismos 

la máxima exigibilidad jurídica. El derecho a la autonomía alimentaria de los pueblos y 

comunidades indígenas emerge de la interrelación de sus derechos a la libre 

determinación, a la propiedad sobre sus territorios y bienes naturales, y a la 

alimentación adecuada. 

Con relación a su extensión a todas las comunidades y colectivos humanos integrantes 

de una nación, la base legal requiere considerar en toda su profundidad el componente 

de aceptabilidad cultural, comprendido en la garantía del derecho humano a la 
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alimentación; junto con el derecho a la participación, y los principios de 

empoderamiento y de exigibilidad. 

Cabe reiterar además que la inclusión de las dimensiones de arbitrio y de sostenibilidad 

como parte de la seguridad alimentaria, fortalece el enfoque de derechos en el abordaje 

de la SAN y amplía su vinculación con los abordajes de soberanía alimentaria y 

autonomías alimentarias. Ello ocurre porque las dos nuevas dimensiones plantean 

aspectos sustantivos a ser contemplados en las políticas alimentarias y nutricionales, las 

cuales deben reconocer la capacidad de las personas o los grupos para tomar sus propias 

decisiones en la materia y para participar en las políticas públicas, así como garantizar 

la capacidad a largo plazo de los sistemas alimentarios para proporcionar seguridad 

alimentaria y nutrición a las generaciones futuras. 

En el mismo sentido, el enfoque propuesto por el actual Relator Especial sobre el 

derecho a la alimentación, Michael Fakhri, prioriza el control democrático de los 

alimentos, incluida la producción, la circulación y el consumo, como una forma de 

construir relaciones equitativas y sostenibles entre los seres humanos y con el 

ecosistema en su conjunto. La noción de autosuficiencia desarrollada por el Relator está 

particularmente vinculada a los abordajes de soberanía alimentaria y autonomías 

alimentarias, pues resalta la importancia de colocar el poder de decisión en materia 

alimentaria en las comunidades locales primero, reconociendo la diversidad; así como 

enfatiza los principios que deben orientar las relaciones entre los Estados para tender a 

la plena realización del derecho a la alimentación. 

Conforme a lo expuesto, es posible concluir afirmando que la seguridad alimentaria, la 

soberanía alimentaria y las autonomías alimentarias son conceptos complementarios, 

cada vez más concordantes, que precisan tener como marco jurídico articulador al 

derecho humano a la alimentación adecuada.  

4. Bibliografía y fuentes consultadas 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH). 2021. Los 

agricultores familiares producen más del 70% de los alimentos del mundo, sus derechos no 

pueden ignorarse. Día Mundial de la Alimentación. Jueves 16 de octubre de 2014. En: 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos [en 

línea]. (disponible en: 

https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=15172). Acceso: 

1 de diciembre de 2021. 

Bianchi, E. y Szpak, C. 2016. Seguridad Alimentaria y el Derecho a la Alimentación Adecuada. 

En: Revista Brasileira de Estudos Jurídicos, v. 11, n. 2, jul./dez. 2. (disponible en: 

http://repositorio.ean.edu.ar:8080/handle/123456789/36). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC). 1999. Observación general 

Nº 12. El derecho a una alimentación adecuada (art. 11). E/C.12/1999/5. (disponible en: 

https://undocs.org/es/E/C.12/1999/5). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

https://www.ohchr.org/EN/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=15172
http://repositorio.ean.edu.ar:8080/handle/123456789/36
https://undocs.org/es/E/C.12/1999/5


47 

 

Comité de Seguridad Alimentaria Mundial (CSA). 2012. En buenos términos con la 

terminología. Seguridad alimentaria, seguridad nutricional, seguridad alimentaria y 

nutrición, seguridad alimentaria y nutricional. CFS 2012/39/4. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/MD776s/MD776s.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité CEDAW). 2016. 

Recomendación general núm. 34 (2016) sobre los derechos de las mujeres rurales. 

CEDAW/C/GC/34. (disponible en: https://undocs.org/sp/CEDAW/C/GC/34). Acceso: 1 de 

diciembre de 2021. 

Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños (CELAC). 2014. Plan de Seguridad 

Alimentaria, Nutrición y Erradicación del Hambre de la CELAC 2025. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/bo925s/bo925s.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2012. Sentencia T-348/12. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-348-12.htm). Acceso: 10 de 

diciembre de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2015. Sentencia T-606/15. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-606-15.htm). Acceso: 10 de 

diciembre de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2016. Sentencia T-622/16. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/t-622-16.htm). Acceso: 10 de 

diciembre de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2017a. Sentencia T 302/17. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-302-17.htm). Acceso: 10 de diciembre 

de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2017b. Sentencia C-077/17. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/C-077-17.htm). Acceso: 10 de diciembre 

de 2021. 

Corte Constitucional de Colombia. 2017c. Sentencia T-325/17. Bogotá. (disponible en: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-325-17.htm). Acceso: 10 de diciembre 

de 2021. 

Domínguez, D. 2015. La Soberanía Alimentaria como enfoque crítico y orientación alternativa 

del sistema agroalimentario global. En: Pensamiento Americano Vol. 8 - No. 15. 

Barranquilla, Corporación Universitaria Americana (disponible en: 

https://ri.conicet.gov.ar/bitstream/handle/11336/55264/CONICET_Digital_Nro.756ac4d8-

cbfb-4ffc-86d1-7b69871f0849_A.pdf?sequence=2&isAllowed=y). Acceso: 1 de diciembre 

de 2021. 

Estado Plurinacional de Bolivia. 2009. Constitución Política del Estado. (disponible en: 

https://www.oas.org/dil/esp/constitucion_bolivia.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

https://www.fao.org/3/MD776s/MD776s.pdf
https://www.fao.org/3/bo925s/bo925s.pdf
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-348-12.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/t-302-17.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-325-17.htm
https://ri.conicet.gov.ar/bitstream/handle/11336/55264/CONICET_Digital_Nro.756ac4d8-cbfb-4ffc-86d1-7b69871f0849_A.pdf?sequence=2&isAllowed=y
https://ri.conicet.gov.ar/bitstream/handle/11336/55264/CONICET_Digital_Nro.756ac4d8-cbfb-4ffc-86d1-7b69871f0849_A.pdf?sequence=2&isAllowed=y
https://www.oas.org/dil/esp/constitucion_bolivia.pdf


48 

 

Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO). 2005. 

Directrices voluntarias en apoyo de la realización progresiva del derecho a una 

alimentación adecuada en el contexto de la seguridad alimentaria nacional. Roma. 

FAO. 2006. Seguridad alimentaria. Informe de políticas, N° 2. (disponible en: 

https://www.academia.edu/24025199/_P_FAO_Informe_de_p%C3%B3liticas_Seguridad_A

limentaria). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2007. El derecho a la alimentación. Preguntas y respuestas. Roma. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/i0093s/i0093s.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2013. Ley Marco Derecho a la Alimentación, Seguridad y Soberanía Alimentaria. FAO y 

Parlamento Latinoamericano. (disponible en: https://www.fao.org/3/au351s/au351s.pdf). 

Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2018. Derecho a la alimentación. Una construcción social, incluyente y participativa. 

Experiencia de Colombia en la aplicación de las directrices voluntarias en apoyo a la 

realización progresiva del Derecho a la Alimentación. (disponible en: 

https://www.fao.org/fileadmin/user_upload/FAO-

countries/Colombia/docs/Octubre_2018/Derecho_a_la_alimentaci%C3%B3n._Una_construc

ci%C3%B3n_social__incluyente_y_participativa.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2020a. Nota de orientación jurídica para parlamentarios en América Latina y el Caribe 

N.° 1. El derecho a una alimentación adecuada en las Constituciones. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/cb0448es/cb0448es.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2020b. Nota de orientación jurídica para parlamentarios en América Latina y el Caribe 

N.° 2. Leyes marco sobre el derecho a una alimentación adecuada. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/cb0447es/cb0447es.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2020c. El derecho a la alimentación adecuada. Marco conceptual, evolución y desafíos. 

En: Curso sobre Mecanismos de monitoreo para el cumplimiento del derecho a la 

alimentación adecuada. 

FAO. 2021a. Seguridad Alimentaria y Nutricional. Conceptos Básicos. En: Organización de las 

Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en:  

https://www.fao.org/3/at772s/at772s.pdf). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021b. Conferencia Internacional sobre Nutrición. En: Organización de las Naciones 

Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en:  

https://www.fao.org/3/v7700t/v7700t04.htm#TopOfPage). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021c. Cumbre Mundial sobre la Alimentación. En: Organización de las Naciones 

Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en:  

https://www.fao.org/WFS/index_es.htm). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021d. Cumbre Mundial sobre la Alimentación. En: Organización de las Naciones 

Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en:  

https://www.fao.org/3/x2051s/x2051s00.htm#P166_18079). Acceso: 10 de diciembre de 

2021. 

https://www.academia.edu/24025199/_P_FAO_Informe_de_p%C3%B3liticas_Seguridad_Alimentaria
https://www.academia.edu/24025199/_P_FAO_Informe_de_p%C3%B3liticas_Seguridad_Alimentaria
https://www.fao.org/3/i0093s/i0093s.pdf
https://www.fao.org/3/au351s/au351s.pdf
https://www.fao.org/fileadmin/user_upload/FAO-countries/Colombia/docs/Octubre_2018/Derecho_a_la_alimentaci%C3%B3n._Una_construcci%C3%B3n_social__incluyente_y_participativa.pdf
https://www.fao.org/fileadmin/user_upload/FAO-countries/Colombia/docs/Octubre_2018/Derecho_a_la_alimentaci%C3%B3n._Una_construcci%C3%B3n_social__incluyente_y_participativa.pdf
https://www.fao.org/fileadmin/user_upload/FAO-countries/Colombia/docs/Octubre_2018/Derecho_a_la_alimentaci%C3%B3n._Una_construcci%C3%B3n_social__incluyente_y_participativa.pdf
https://www.fao.org/3/at772s/at772s.pdf
https://www.fao.org/3/v7700t/v7700t04.htm#TopOfPage
https://www.fao.org/WFS/index_es.htm
https://www.fao.org/3/x2051s/x2051s00.htm#P166_18079


49 

 

FAO. 2021e. Plan de Acción de la Cumbre Mundial sobre la Alimentación. En: Organización 

de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en:  

https://www.fao.org/3/w3613s/w3613s00.htm#PoA). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO, 2021f. Acerca de la FAO. En: Organización de las Naciones Unidas para la 

Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en: https://www.fao.org/about/es/). 

Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021g. Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la 

Agricultura. Derechos de los agricultores. En: Organización de las Naciones Unidas para la 

Alimentación y la Agricultura [en línea]. (disponible en: https://www.fao.org/plant-

treaty/areas-of-work/farmers-rights/es/). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021h. Derecho a la alimentación y los Pueblos Indígenas. En: Serie Enfoque, 

Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [en línea]. 

(disponible en: https://www.fao.org/3/a1603s/a1603s.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO. 2021i. Base de datos FAOLEX. En: FAO Oficina Jurídica [en línea]. Roma. (disponible 

en: http://www.fao.org/faolex/es/). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FAO, FIDA, OMS, PMA y UNICEF. 2021. El estado de la seguridad alimentaria y la nutrición 

en el mundo 2021. Transformación de los sistemas alimentarios en aras de la seguridad 

alimentaria, una nutrición mejorada y dietas asequibles y saludables para todos. Roma, 

FAO. (disponible en: https://www.fao.org/3/cb4474es/cb4474es.pdf). Acceso: 14 de enero 

de 2022. 

Fernández Molina, M. 2020. El derecho a la autonomía alimentaria de los pueblos indígenas en 

México: una propuesta interdisciplinaria a partir del derecho a la alimentación y la libre 

determinación. Cuadernos Deusto de Derechos Humanos Núm. 95. Bilbao. Universidad de 

Deusto. (disponible en: http://www.deusto-

publicaciones.es/deusto/pdfs/cuadernosdcho/cuadernosdcho95.pdf). Acceso: 1 de diciembre 

de 2021. 

FIAN Colombia. 2013. Colombia con hambre: Estado indolente y Comunidades resistentes. 

3er. Informe sobre la situación del Derecho a la Alimentación en Colombia / 2013. Bogotá. 

FIAN Colombia. (disponible en: 

https://www.fian.org/fileadmin/media/publications_2015/Informe_DA_FIAN_Colombia_20

13.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

FIAN Colombia. 2021. Escalas de realización social del DHANA. En: FIAN Colombia [en 

línea]. (disponible en: https://fiancolombia.org/dhana-3/). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

FIAN Internacional. 2020. El derecho a la alimentación y nutrición adecuada y a la soberanía 

alimentaria.  (disponible en: 

https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a

_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Food Secure Canada. 2012. The Six Pillars of Food Sovereignty, Developed at Nyéléni, 2007. 

(disponible en: 

https://www.fao.org/3/w3613s/w3613s00.htm#PoA
https://www.fao.org/about/es/
https://www.fao.org/3/a1603s/a1603s.pdf
https://www.fao.org/3/cb4474es/cb4474es.pdf
http://www.deusto-publicaciones.es/deusto/pdfs/cuadernosdcho/cuadernosdcho95.pdf
http://www.deusto-publicaciones.es/deusto/pdfs/cuadernosdcho/cuadernosdcho95.pdf
https://www.fian.org/fileadmin/media/publications_2015/Informe_DA_FIAN_Colombia_2013.pdf
https://www.fian.org/fileadmin/media/publications_2015/Informe_DA_FIAN_Colombia_2013.pdf
https://fiancolombia.org/dhana-3/
https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf
https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf


50 

 

https://foodsecurecanada.org/sites/foodsecurecanada.org/files/SixPillars_Nyeleni.pdf). 

Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas. 2012. Los derechos de 

los pueblos indígenas a la alimentación y la soberanía alimentaria. (disponible en: 

https://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/2012/News%20and%20Media/SP%20Fact

%20Sheet_Right%20to%20Food.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Gómez, E. 2010. Del derecho a la alimentación a la autonomía alimentaria. En: Dossier para el 

seminario de sustentabilidad. Otros Mundos Chiapas. San Cristóbal de las Casas. 

(disponible en: http://www.oda-alc.org/documentos/1366752488.pdf). Acceso: 1 de 

diciembre de 2021. 

Gordillo, G. y Méndez, O. 2013. Seguridad y soberanía alimentaria. Documento base para 

discusión. FAO. (disponible en: https://www.fao.org/3/ax736s/ax736s.pdf). Acceso: 1 de 

diciembre de 2021. 

Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición (GANESAN). 2020. 

Seguridad alimentaria y nutrición: elaborar una descripción global de cara a 2030. Un 

informe del Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y nutrición del Comité 

de Seguridad Alimentaria Mundial. Roma. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/ca9731es/ca9731es.pdf). Acceso: 14 de enero de 2022. 

Kroff, F. y Castañeda Flores, A. 2020. El derecho a la alimentación y nutrición adecuada y a la 

soberanía alimentaria. Serie UNDROP. FIAN Internacional. (disponible en: 

https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a

_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf).  Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

La Vía Campesina. 2009. Documentos políticos de La Vía Campesina. Yakarta. (disponible en: 

https://viacampesina.org/es/wp-content/uploads/sites/3/2010/03/COMBINED-SP-5-FINAL-

min.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

La Vía Campesina. 2021a. Qué es La Vía Campesina. En: La Vía Campesina Movimiento 

Campesino Internacional [en línea]. (disponible en: https://viacampesina.org/es/quienes-

somos/que-es-la-via-campesina/). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

La Vía Campesina. 2021b. 1996: Declaración de Roma de La Vía Campesina que define por 

primera vez la Soberanía Alimentaria. En: La Vía Campesina Movimiento Campesino 

Internacional [en línea]. (disponible en: https://viacampesina.org/es/1996-declaracion-de-

roma-de-la-via-campesina-que-define-por-primera-vez-la-soberania-alimentaria/). Acceso: 

10 de diciembre de 2021. 

La Vía Campesina. 2021c. Qué significa soberanía alimentaria. En: La Vía Campesina 

Movimiento Campesino Internacional [en línea]. (disponible en: 

https://viacampesina.org/es/quignifica-soberanalimentaria/). Acceso: 10 de diciembre de 

2021. 

Ministerio de Salud y Protección Social. 2015. Anexo Étnico del Plan Nacional de Seguridad 

Alimentaria y Nutricional 2012 – 2019. Bogotá. (disponible en: 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/col173723.pdf). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

https://foodsecurecanada.org/sites/foodsecurecanada.org/files/SixPillars_Nyeleni.pdf
https://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/2012/News%20and%20Media/SP%20Fact%20Sheet_Right%20to%20Food.pdf
https://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/2012/News%20and%20Media/SP%20Fact%20Sheet_Right%20to%20Food.pdf
http://www.oda-alc.org/documentos/1366752488.pdf
https://www.fao.org/3/ca9731es/ca9731es.pdf
https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf
https://www.fian.org/files/files/El_Derecho_a_la_Alimentacion_y_Nutricion_Adecuada_y_a_la_Soberania_Alimentaria_en_UNDROP.pdf
https://viacampesina.org/es/wp-content/uploads/sites/3/2010/03/COMBINED-SP-5-FINAL-min.pdf
https://viacampesina.org/es/wp-content/uploads/sites/3/2010/03/COMBINED-SP-5-FINAL-min.pdf
https://viacampesina.org/es/quienes-somos/que-es-la-via-campesina/
https://viacampesina.org/es/quienes-somos/que-es-la-via-campesina/
https://viacampesina.org/es/1996-declaracion-de-roma-de-la-via-campesina-que-define-por-primera-vez-la-soberania-alimentaria/
https://viacampesina.org/es/1996-declaracion-de-roma-de-la-via-campesina-que-define-por-primera-vez-la-soberania-alimentaria/
https://viacampesina.org/es/quignifica-soberanalimentaria/


51 

 

Ministerio de Salud. 2017. Política Nacional de Alimentación y Nutrición. Santiago de Chile. 

MINSAL. (disponible en: http://www.bibliotecaminsal.cl/wp/wp-

content/uploads/2018/01/BVS_POL%C3%8DTICA-DE-ALIMENTACI%C3%93N-Y-

NUTRICI%C3%93N.pdf. Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

Morales, J. C. 2012. La soberanía y autonomías alimentarias en Colombia. En: Revista Semillas 

[en línea]. (disponible en: https://www.semillas.org.co/es/la-soberan#_ftn4). Acceso: 10 de 

diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2004. Los derechos económicos, sociales y culturales. El derecho a la 

alimentación. Informe del Relator Especial sobre el derecho a la alimentación, Jean Ziegler, 

presentado de conformidad con la resolución 2003/25 de la Comisión de Derechos 

Humanos. E/CN.4/2004/10. (disponible en: https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/10). Acceso: 

1 de diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2008. Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, 

políticos, económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo. Informe del 

Relator Especial sobre el derecho a la alimentación, Jean Ziegler. A/HRC/7/5. (disponible 

en: https://www2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/7session/A-HRC-7-5_sp.doc). 

Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2018. Derechos de los pueblos indígenas. Informe de la Relatora Especial del 

Consejo de Derechos Humanos sobre los derechos de los pueblos indígenas. A/73/176. 

(disponible en: https://undocs.org/es/A/73/176). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2019a. Derechos de los pueblos indígenas. Informe de la Relatora Especial 

sobre los derechos de los pueblos indígenas. A/74/149. (disponible en: 

https://undocs.org/es/A/74/149). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2019b. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales. A/RES/73/165. 

(disponible en: https://undocs.org/es/A/RES/73/165). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Naciones Unidas. 2020a. The right to food in the context of international trade law and policy. 

A/75/219. (disponible en: https://undocs.org/A/75/219). Acceso: 14 de enero de 2022. 

Naciones Unidas. 2020b. Right to food. Report of the Special Rapporteur on the right to food, 

Michael Fakhri. A/HRC/46/33. (disponible en: https://undocs.org/en/A/HRC/46/33). 

Acceso: 14 de enero de 2022. 

Naciones Unidas. 2021. The right to food. A/76/237. (disponible en: 

https://undocs.org/A/76/237). Acceso: 14 de enero de 2022. 

Nyéléni. 2021. Foro para la Soberanía Alimentaria 2002. En: Boletín Nyéléni [en línea] 

(disponible en: https://nyeleni.org/spip.php?article178). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo. 2010. Hambre y 

vulneración del derecho a la alimentación en Colombia. Segundo Informe sobre la situación 

del Derecho a la Alimentación en Colombia. (disponible en: http://www.oda-

alc.org/documentos/1341422286.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

http://www.bibliotecaminsal.cl/wp/wp-content/uploads/2018/01/BVS_POL%C3%8DTICA-DE-ALIMENTACI%C3%93N-Y-NUTRICI%C3%93N.pdf
http://www.bibliotecaminsal.cl/wp/wp-content/uploads/2018/01/BVS_POL%C3%8DTICA-DE-ALIMENTACI%C3%93N-Y-NUTRICI%C3%93N.pdf
http://www.bibliotecaminsal.cl/wp/wp-content/uploads/2018/01/BVS_POL%C3%8DTICA-DE-ALIMENTACI%C3%93N-Y-NUTRICI%C3%93N.pdf
https://www.semillas.org.co/es/la-soberan#_ftn4
https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/10
https://www2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/7session/A-HRC-7-5_sp.doc
https://undocs.org/es/A/73/176
https://undocs.org/A/75/219
https://undocs.org/en/A/HRC/46/33
https://undocs.org/A/76/237
https://nyeleni.org/spip.php?article178
http://www.oda-alc.org/documentos/1341422286.pdf
http://www.oda-alc.org/documentos/1341422286.pdf


52 

 

Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo. 2011. Aportes de 

organizaciones de la sociedad civil colombiana y defensoras de los derechos humanos a la 

consulta de expertos sobre la implementación del derecho a la alimentación. Experiencias de 

América Latina y el Caribe. (disponible en: http://www.oda-

alc.org/documentos/1341331075.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

República de Cuba. 2019. Constitución de la República de Cuba. (disponible en: 

http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/se/20191016105022/Constitucion-Cuba-2019.pdf). 

Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

República del Ecuador. 2008. Constitución de la República del Ecuador. (disponible en: 

https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ecu_const.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

República de Nicaragua. 2014. Constitución Política de la República de Nicaragua. (disponible 

en: http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/nic127516.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Secretaría Técnica de Planificación. 2009. Plan Nacional de Soberanía y Seguridad Alimentaria 

y Nutricional del Paraguay – PLANAL. Asunción. STP/FAO. (disponible en: 

http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/par145400.pdf). Acceso: 10 de diciembre de 2021. 

Simon, G. 2012. Food Security: definition, four dimensions, history. Roma. Universidad de 

Roma. (disponible en: https://www.fao.org/fileadmin/templates/ERP/uni/F4D.pdf). Acceso: 

1 de diciembre de 2021. 

Windfuhr, M. y Jonsén, J. 2005. Soberanía Alimentaria. Hacia la democracia en sistemas 

alimentarios locales. FIAN Internacional. (disponible en: http://www.oda-

alc.org/documentos/1341800313.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

Woodley, E., Crowley, E., Dey de Pryck, J. y Carmen, A. 2007. Indicadores culturales de los 

sistemas alimentarios y agroecológicos de los pueblos indígenas. FAO. (disponible en: 

https://www.fao.org/3/ak243s/ak243s.pdf). Acceso: 1 de diciembre de 2021. 

 

http://www.oda-alc.org/documentos/1341331075.pdf
http://www.oda-alc.org/documentos/1341331075.pdf
http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/se/20191016105022/Constitucion-Cuba-2019.pdf
https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ecu_const.pdf
http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/nic127516.pdf
http://extwprlegs1.fao.org/docs/pdf/par145400.pdf
http://www.oda-alc.org/documentos/1341800313.pdf
http://www.oda-alc.org/documentos/1341800313.pdf

